
 
 
 
 

República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
2020 - Año del General Manuel Belgrano

 
Nota

 
 

 
Número: 
 

 
Referencia: Pedido de Acceso a la Información Pública - PANE, Juan Pablo
 
 
A: Eduardo Andrés Bertoni (AAIP),
 
Con Copia A: Eugenia Braguinsky (DNAIP#AAIP),
 

 
De mi mayor consideración:
 
 

En orden a las competencias que surgen de la disposición administrativa Nro. 723/2020 del Jefe de Gabinete de 
Ministros (Anexo II Funciones de la Direccion General de Información Social estratégica, punto. 6), y la delegación 
realizada mediante resolución 755/2020 del Ministerio de Desarrollo Social, me dirijo a Ud. a fin de comunicar que 
se ha dado cumplimiento en tiempo y forma a lo dispuesto en la resolución 231/2020 de la Agencia de Acceso a la 
Información Pública.

Así se ha hecho mediante la comunicación remitida al peticionante Sr. JUAN PABLO PANE, mediante NO-2020-
60814171-APN-DGISE#MDS de fecha 11 de septiembre de 2020, notificada en la misma fecha

En la producción de la respuesta dada al Sr. Pane en esta instancia, se ha tenido en cuenta que la resolución 
231/2020 de la Agencia de Acceso a la Información Pública declaró injustificada la respuesta que originariamente 
este Ministerio produjera respecto del punto 1 de su petición, basándose exclusivamente en un aspecto formal como 
lo fue la incompetencia del órgano que la emitió.

Ello implicó que la Agencia, en su resolución 231/2020, no valorase los aspectos sustanciales que este Ministerio 
consideró y considera que deben observarse de acuerdo a las particularidades del caso y la legislación vigente, y que 
justifican la protección de determinados datos que integran la petición de información formulada al punto 1 de la 
solicitud de acceso a la información pública que el Sr. Pane presentara en fecha 13/06/2020 y que tramitara por 



expte. EX-2020-32542869-APNDNAIP#AAIP.

En tal sentido, se ha dado una respuesta parcial, con cumplimiento estricto de lo establecido en el art. 12 del decreto 
206/2017 y los criterios orientadores establecidos en el punto 1 del Anexo I de la resolución 268/2019 de la Agencia 
de Acceso a la Información Pública.

Y a los fines de valorar la misma por parte de esta Agencia, y por razones de celeridad y economía procedimental, 
se la adjunta a la presente junto al resto de los archivos que le fueran remitidos al peticionante, a saber: a) convenio 
marco de transferencia de información celebrado entre la ANSES y el Ministerio de Desarrollo Social para la 
conformación del Padrón de titulares de la Tarjeta Alimentar; b) resolución 26/2020 del Ministerio de Desarrollo 
Social y su anexo; c) NO-2020-60457008-APN-DAJ#SENNAF de fecha 10/09/2020 de la Secretaria Nacional de 
Niñez, Adolescencia y Familia; d) Nota 201/2020 de fecha 10/09/2020 de la Defensora de Niños, Niñas y 
Adolescentes de la Nación.

Asimismo, se hace saber que el modo en que se ha brindado la información cumple con lo dispuesto en el art. 5 de 
la Ley 27.275 y con el art. 6 del decreto 206/2017, ya que se ha habilitado su acceso a través de un formato de datos 
abiertos, cumpliendo incluso con el principio de máxima publicidad, ya que el dataset se ha construido con mayor 
cantidad de información que la solicitada por el Sr. Pane el punto 1 de su petición.  

Y con su publicación en la página web del ministerio, en el modo que se ha publicado, es decir, con protección de 
los datos personales referidos al nombre/apellido/DNI de los titulares de la Tarjeta Alimentar, se ha dado 
cumplimiento a los arts. 32 inc. f) y 34 de la Ley 27.275. 

Es por ello que, este Ministerio, estima que ha dado un debido cumplimiento a la resolución 231/2020, emitiendo la 
respuesta por el órgano competente, solicitando en consecuencia que así se publique y se dé a conocer en la página 
web de la Agencia. Y que lo ha hecho además en cumplimiento de las normas pertinentes de la Ley 27.275 y 
normas complementarias, y de Ley 25.326

Sin más, lo saluda atte.

 

Sin otro particular saluda atte.
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De mi mayor consideración:
 
 


En orden a las competencias que surgen de la disposición administrativa Nro. 723/2020 del Jefe de Gabinete de 
Ministros (Anexo II Funciones de la Direccion General de Información Social estratégica, punto. 6), y la delegación 
realizada mediante resolución 755/2020 del Ministerio de Desarrollo Social, me dirijo a Ud. a fin de dar debida 
respuesta al punto 1 y 2 de su pedido de acceso a la información pública de fecha 13/06/2020 y que tramitara por 
EX-2020-32542869-APNDNAIP#AAIP, adjuntando los archivos con la información requerida.


Como consecuencia de ello, se produce aquí una nueva respuesta en relación al punto 1 de su petición, la cual es 
parcial ya que se aplica un criterio de protección de los datos referidos a nombres y apellidos completos, y DNI de 
los titulares de la Tarjeta Alimentar.  


El resto de los datos, referidos a la fecha de alta de la Tarjeta, fecha de finalización (en caso de que aplique), monto 
mensual recibido desde su inicio y total por persona, han sido incorporados en un dataset en formato de datos 
abiertos, y que el mismo ha sido publicado en la página web de este ministerio, a los fines de que cualquier persona 
pueda acceder a la información allí contenida, siendo el link de acceso el siguiente: 
https://datosabiertos.desarrollosocial.gob.ar/dataset/titulares-de-la-tarjeta-alimenta r


A todo evento se hace saber que la información publicada, y que se le da a conocer por ese medio conforme lo 
dispone el art. 5 de la Ley 27.275 y 6 del decreto 206/2017, contiene información de las tarjetas dadas de alta, y por 







ende operativas, hasta el mes de septiembre de 2020


Asimismo, se adjunta a modo complementario y para mejor valoración de la respuesta, los siguientes documentos 
en archivos pdf: a) convenio marco de transferencia de información celebrado entre la ANSES y el Ministerio de 
Desarrollo Social para la conformación del Padrón de titulares de la Tarjeta Alimentar; b) resolución 26/2020 del 
Ministerio de Desarrollo Social y su anexo; c) NO-2020-60457008-APN-DAJ#SENNAF de fecha 10/09/2020 de la 
Secretaria Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia; d) Nota 201/2020 de fecha 10/09/2020 de la Defensora de 
los Derechos Niños, Niñas y Adolescentes de la Nación.


En relación a la actualización de la información por Ud, requerida en el punto 2 de su escrito inicial, se le hace saber 
que a la fecha dicha información sigue siendo la misma, y que la próxima actualización estará disponible en el mes 
de octubre próximo.


Todo ello es en tiempo y forma, dentro de los plazos establecidos en la Resolución 231/2020 de la Agencia de 
Acceso a la Información Pública, la cual fue notificada al sujeto obligado en fecha 28/08/2020 mediante nota NO-
2020-56995224-APN-AAIP. Y en orden a lo establecido en el art. 12 del decreto 206/2017 y los criterios 
orientadores establecidos en el punto 1 del Anexo I de la resolución 268/2019 de la Agencia de Acceso a la 
Información Pública, se procede a esgrimir los fundamentos de esta respuesta:


SOBRE EL ALCANCE DE LA RESOLUCION 231/2020


1- La resolución 231/2020 de la Agencia de Acceso a la Información Pública declaró injustificada la respuesta que 
le diéramos en un primer momento al punto 1 de su petición, basándose exclusivamente en un aspecto formal como 
lo fue la incompetencia del órgano que la emitió, sin analizar los aspectos sustanciales que este Ministerio consideró 
y considera que deben observarse para proteger determinados datos.


2- Este tipo de fundamentación es lo que hace improcedente por otro lado, y entre otros argumentos, lo manifestado 
en la resolución de la Agencia en relación a que en esta etapa no se podría oponer excepciones, por encontrarse 
vencido el plazo establecido en el artículo 11 de la Ley Nº 27.275.


Si bien esta imposibilidad que menciona la Agencia no lo sería en ningún caso, menos lo sería en el presente en 
donde la fundamentación para calificar de infundada la respuesta fue estrictamente formal, y no se analizaron los 
fundamentos sustanciales que expuso el Ministerio de Desarrollo Social para negar la información. Esta ausencia de 
tratamiento de los aspectos sustanciales que motivaron la negativa originaria, y la ampliación de e sus argumentos 
durante la tramitación del reclamo, queda a su vez sellada con el hecho de que no se le dio intervención a la 
DIRECCION NACIONAL DE DATOS PERSONALES, que es lo que hubiera correspondido de haberse ingresado 
en el análisis sustancial de las razones dadas por este Ministerio para negar el acceso a los datos personales, 
conforme lo establece el procedimiento regulado en la resolución 05/2018 de la Agencia de Acceso a la información 
Pública.


Por ende, la intimación a la entrega de la información que se nos formula en la resolución 231/2020 de la Agencia, 
solo puede encontrar como alcance los aspectos formales de la respuesta, más específicamente lo referido a la 
competencia. Y de ninguna manera puede limitar los aspectos sustanciales de la respuesta que aquí se brinda, ya que 
estos como se viene diciendo, no fueron objeto de tratamiento en la resolución del reclamo.


3- Es que la respuesta brindada por órgano incompetente (e incluso el silencio, la respuesta inexacta, ambigua o 
incompleta) es un supuesto diferente al de falta de fundamentación que regula el art. 13 párrafo primero in fine de la 
Ley 27.275 y para el cual se propone otra solución distinta.







En el caso aquí analizado, la calificación de “negativa injustificada” a la que alude la norma, no puede anular la 
posibilidad de la administración de corregir el vicio en su propia sede dentro del plazo que en este caso le otorga la 
Agencia, quedando todo ello dentro incluso de la prerrogativa conocida como “agotamiento de la instancia 
administrativa previa”, cuya finalidad es, justamente, que la administración tenga la oportunidad de resolver el 
conflicto ante su propia sede, antes de ser llevada a juicio.


Y si bien este agotamiento de la vía administrativa, en el sistema de la Ley 27.275, es facultativo para el 
peticionante, se le ofrece al mismo, de manera alternativa, una instancia de reclamo ante un órgano con 
competencias específicas en la materia (la Agencia de Acceso a la Información Pública). Ahora bien, ejercida esta 
vía alternativa, no puede pretenderse luego que la administración no pueda enmendar, ampliar, o reconsiderar sus 
decisiones, ya que justamente ello constituye el fin de las instancias administrativas previas al acceso a la instancia 
judicial.


4- Así como el sistema de AIP parte de una presunción a favor de la publicidad de la información en poder del 
Estado, también debe tenerse presente que existe en el mismo nivel, una obligación del Estado de no entregar y 
proteger, en consecuencia, aquella información que estuviera exceptuada del acceso.


5- Lo anterior puede estar fundado en razones de protección del interés público, o en razones de protección de 
intereses de terceros. Son ellas las dos grandes categorías de protección que se regulan en las normas de acceso a la 
información pública. En este caso estamos ante el segundo grupo, es decir, aquellas situaciones que quedan 
incluidas en la necesidad de ser protegidas para garantizar ciertos derechos de terceros, y que el ordenamiento 
jurídico considera que están por encima del derecho de acceso a la información pública.


6- La falta de tratamiento de los argumentos sustanciales que oportunamente el Ministerio de Desarrollo Social 
expuso en su respuesta dada a la Agencia de Acceso a la Información Pblica mediante nota NO-2020-51281738-
APN-DGISE#MDS, nos permite reproducirlos y ampliarlos en esta instancia y como sustento de esta respuesta, y 
agregar otros también procedentes, a saber:


 


I- CARÁCTER DE BENEFICIARIO – CARÁCTER DE TITULAR - MODALIDAD DE 
FUNCIONAMIENTO DE LA TARJETA ALIMENTAR – PROTECCION DEL DATO


1- La “Tarjeta Alimentar” es uno de los instrumentos diseñados para ejecutar el COMPONENTE denominado 
“Seguridad Alimentaria” del PLAN NACIONAL “ARGENTINA CONTRA EL HAMBRE” (conf. pto. V.A.1 del 
Anexo I de la Resolución 08/2020 del MDS). Dicho instrumento (la Tarjeta Alimentar) a su vez está reglamentado 
por la resolución 26/2020 del MDS.


2- Los beneficiarios de dicho instrumento de ayuda social son: 


Niños y niñas menores de 0 a 6 años, cuyo padre/madre cobra la Asignación Universal por hijo•
Mujeres embarazadas que perciben la Asignación Universal por Embarazo para Protección Social.•
Hijos con discapacidad cuyos padres perciben la Asignación por Hijo con Discapacidad•


 


3- A su vez podríamos identificar a los “titulares” de la Tarjeta Alimentar, que son los padres/madres de los 
beneficiarios, y en el supuesto de las mujeres embarazadas que perciben la Asignación Universal por Embarazo para 







Protección Social, lo es la propia mujer. Como se ve, hay una distinción entre “titulares” y “beneficiarios”.


4- Conforme ello, acceder a la identificación del beneficiario, mediante la información referida a su nombre, 
apellido y DNI, nos llevaría, en el caso de los menores de 0 a 6 años, a producir una violación de las garantías de 
protección que se establece en la Ley N° 26.061 de “Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y 
Adolescentes”, específicamente en lo que refiere a la protección que establece el art. 10, la prohibición que 
prescribe el art. 22, y a la prevalencia que establece el art. 3 último párrafo de la Ley cuando pudiera haber conflicto 
de derechos o intereses.


La propia Ley les impone a los órganos del estado adoptar las medidas necesarias para la protección de los derechos 
allí reconocidos (arts 5 y 29). Lo contrario haría incurrir al Estado en responsabilidad por violación de los derechos 
de las Niñas, Niños y Adolescentes, y es lo que ocurriría en este caso si se accediera a brindar la información 
referida a nombre/apellido/DNI del beneficiario.


El mismo nivel de protección, pero ya con alcances de convencionalidad, otorgan los arts. 4 y 16 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño del 20/11/1989, aprobado por Ley 23.849 e incorporada a nuestro ordenamiento 
jurídico con jerarquía constitucional conforme art. 75 inc. 22 de la CN. E impone a los estados adoptar las medidas 
necesarias para garantizar la protección (art. 3.1).


La aplicación de este sistema de protección ha sido ratificado en la respuesta dada mediante Nota N° 201/2020 de 
fecha 10/09/2020 por la Defensora de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes de la Nación, como 
asimismo por NO-2020-60457008-APN-DAJ#SENNAF de fecha 10/09/2020 de la Secretaría Nacional de Niñez, 
Adolescencia y Familia, que se acompaña junto a la presente, a cuyos argumentos nos remitimos y los incorporamos 
como parte de esta fundamentación. 


5- Por otra parte, acceder a la petición de identificar mediante nombre, apellido y DNI a los beneficiarios de la 
Tarjeta Alimentar que sean Hijos con discapacidad, importaría incurrir en violación de derechos y garantías 
expresas que se reconocen a estas personas en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
aprobada por Ley 26.378 e incorporada a nuestro ordenamiento con jerarquía constitucional conforme art. 75 inc. 22 
de la CN.


El art. 22 de dicha convención reconoce el derecho a la privacidad, y le impone al Estado el deber de garantizarlo. A 
su turno, el art. 4 pto. 1 inc. a) de la Convención establece el deber a los órganos del estado, de adoptar las medidas 
necesarias para asegurar los derechos y las garantías que surgen del mismo a favor de las personas con 
discapacidad.


6- En cuanto a las mujeres embarazadas, no hay dudas que el estado de embarazo es un dato personal de tipo 
sensible que el Estado posee a partir de que la persona lo entrega voluntariamente para acceder a un beneficio, por 
lo cual dicha información está exenta de cualquier tipo de cesión en los términos de la Ley de Protección de Datos 
Personales Nro. 25.3267- Es por todo lo expuesto anteriormente que el dato referido al nombre, apellido y DNI de 
los beneficiarios queda definitivamente excluido y en forma manifiesta, de todo tipo de publicidad y posibilidad de 
acceso.


8- En otro orden, y en el supuesto que se pretendiera entender que los beneficiarios de la Tarjeta Alimentar son en 
realidad los que este Organismo denomina “titulares” de la tarjeta, es decir, los padres y/o madres que perciben la 
Asignación por Hijo con Discapacidad, y los padres / madres de menores de 0 a 6 años que perciben la AUH (no 
incluimos el caso de las mujeres embarazadas porque estas son siempre las beneficiarias), igualmente debería 
implementarse un esquema de protección de dichos datos anonimizando el mismo, ya que la afectación a los 







menores y a las personas con discapacidad se daría en forma indirecta, y el menor podría ser identificado a partir de 
su filiación con el/la titular de la tarjeta alimentaria. 


Pero además, y en relación a los padres, si fueran brindados sus datos identificatorios (nombre, apellido, DNI), ello 
implicaría brindar datos que hacen a la vida privada de dichas personas, como lo es el hecho de poner en 
conocimiento del público, que esas personas tienen hijo/s menores de 0 a 6 años y/o discapacitados, y a su 
exponerlos a la posibilidad de que se pueda saber  si tienen 1 hijo o más, de 0 a 6 años ya que ello surgiría de modo 
deductivo según el monto de la ayuda que perciben a través de la Tarjeta Alimentar (conforme la reglamentación, el 
monto de $ 4.000 corresponde por 1 hijo y el monto de $ 6.000 por dos o más hijos).


Es decir, indirectamente se accedería a información de la vida privada de las personas, lo cual entra dentro del 
ámbito de su vida privada y su intimidad, lo cual está amparado por expresas disposiciones constitucionales y 
normas contenidas en el Código Civil y Comercial (derecho a la intimidad).


Esta información, relativa a la vida privada de una persona, excede lo referido a la ejecución presupuestaria, y nada 
tiene que ver con el ejercicio del derecho de participación ciudadana en el control de la cosa pública. Y de hacerse 
público estaríamos ante una difusión masiva de datos de personas que trasvasaría el límite de conocer simplemente 
su nombre y apellido y/o DNI de los titulares de la Tarjeta Alimentar, excediendo el límite permitido en el art.  5 
inc. c) de la Ley 25.326.


9- Por otra parte, cunado la resolución del caso requiere, como lo que aquí ocurre, considerar bienes jurídicos en 
pugna, esto es, por una parte, la transparencia en la gestión de la cosa pública por parte del órgano requerido, y, por 
la otra, el respeto a la protección de la vida privada de los titulares de la Tarjeta Alimentar, lo que debe hacerse 
además es un test de interés público y de proporcionalidad.


En relación al test de interés público, si el dato que se pretendiese obtener fuera el nombre, apellido y DNI de los 
titulares de la tarjeta, dicha pretensión no superaría el test del interés público que requiere el art. 8 inc. i) del decreto 
206/2017, ya que no se advierte en el caso, cuál sería la finalidad o el beneficio que al peticionante le generaría 
contar con esa información personal y específica de terceras personas. Es decir, no se advierte cual sería el interés 
público a obtener con la entrega de la información, que pueda justificar su divulgación y venza, con ello, la reserva.


Y en relación al test de proporcionalidad, implicaría ponderar si la divulgación de la información requerida puede 
generar un daño presente, probable y específico a los intereses o valores protegidos, de mayor entidad que los 
beneficios obtenidos. Y en estos casos, en donde el interés de terceros a proteger aparece como manifiesto, y hace a 
la protección de derechos humanos fundamentales de las personas como son su esfera de privacidad e intimidad, 
que integra el ámbito de los derechos personalísimos, recae sobre el peticionante la carga de indicar expresamente 
cuáles son las razones por las cuales el test de proporcionalidad inclinaría la balanza hacia el derecho de acceso a la 
información requerida en desmedro de la restricción de acceso. Por todo lo expuesto en este punto, se estima que el 
resultado de ambos test permite determinar que el beneficio público de revelar la información es inferior al perjuicio 
que se provocaría a los bienes jurídicos involucrados. Por lo demás, podrá advertirse de las resoluciones 08/2020 y 
26/2020 que la ejecución de la ayuda social a través de la Tarjeta Alimentar es una actividad reglada, y que 
válidamente puede ser fiscalizada por los sistemas de control estatal tanto interno como externo.


II- CARÁCTER CONFIDENCIAL DE LA INFORMACION


1- Sin perjuicio de lo expuesto en el punto anterior, lo primero que se expuso por parte de este Ministerio ante la 
Agencia de Acceso a la Información Pública fue que los datos de identificación (nombre, apellido, DNI) referidos a 
los beneficiarios de la tarjeta alimentar (cualquiera sea quien se entienda que tiene el carácter de beneficiario), 







quedaban protegidos en primer término por la excepción del art. 8 inc. d) de la Ley 27.275: “Información que 
comprometa los derechos o intereses legítimos de un tercero obtenida en carácter confidencial”.


Es que dicha información ha sido obtenida por el Ministerio de Desarrollo Social con carácter confidencial, y ello 
en virtud de la afectación que su divulgación produciría a los derechos ya referidos en el punto I.


2- La confidencialidad de la información que posee el Ministerio de Desarrollo Social, y que refiere al nombre, 
apellido y DNI de los beneficiarios y titulares de la Tarjeta Alimentar surge del convenio celebrado entre la ANSES 
y el Ministerio de Desarrollo Social, por el cual se conviene la transferencia por parte del primero de los organismos 
al Ministerio de Desarrollo Social, de la información necesaria (nombre, apellido, CUIL) de las personas que están 
en condiciones de titularizar la tarjeta alimentaria, esto es, padres y madres de menores de 0 a 6 años que cobren la 
AUH, mujeres que perciben la Asignación Universal por Embarazo para Protección Social, y padres que perciben la 
Asignación por Hijo con Discapacidad, como asimismo el dato de los menores y de las personas con discapacidad.


En cambio, los datos que sí se entregan con la presente respuesta, son datos producidos por el Ministerio de 
Desarrollo Social como consecuencia de la ejecución del COMPONENTE denominado “Seguridad Alimentaria” 
del PLAN NACIONAL “ARGENTINA CONTRA EL HAMBRE”, a través de la Tarjeta Alimentaria (conf. pto. 
V.A.1 del Anexo I de la Resolución 08/2020 del MDS).


3- El mencionado convenio, en el cual se establece la confidencialidad, es el CONVENIO MARCO DE 
COOPERACION suscripto con ANSES en fecha 16.01.2020 (CONVE-2020-04839618-APN-SISO#MDS). Y como 
puede apreciarse de su lectura, estos datos se entregan al Ministerio con una finalidad especifica: ser utilizados para 
conformar el padrón de titulares de la Tarjeta Alimentar (conforme clausula TERCERA último párrafo). Ello le 
impide al Ministerio utilizar esos datos para otros fines distintos, excediendo el tratamiento autorizado, ya que son 
datos que no le pertenecen (art. 4 inc. 3 de la Ley 25.326).


4- Pero más allá de eso, lo cual sería suficiente para negar el acceso a los datos por imposibilidad de cederlos, el 
convenio establece un régimen de CONFIDENCIALIDAD en las cláusulas QUINTA, SEXTA y OCTAVA, lo cual 
luego es ratificado por el punto 4 de los lineamientos operativos incorporados en el Anexo I de la resolución 
26/2020 del Ministerio de Desarrollo Social.


Se trata de un régimen de confidencialidad de origen bilateral, por lo cual no podría el Ministerio de Desarrollo 
Social, sin incurrir en incumplimiento, dejar de cumplir con dichas clausulas, máxime cuando la información no le 
pertenece, como ya dijimos, y las cláusulas referidas son planteadas por el titular de dichos datos.


Y como dijimos al principio de este apartado, este convenio de confidencialidad hace jugar la excepción contenida 
en el art. 8 inc. d) de la Ley 27.275


5- Todo ello fue debidamente expuesto por el Ministerio de Desarrollo Social en su presentación realizada en el 
marco de su reclamo que tramitara ante la Agencia, pero no fue valorado por dicho organismo. Y es que la Agencia 
no tiene competencia para poder remover la confidencialidad acordada entre las partes, ya que la Ley 27.275 no 
contiene normas sobre desclasificación de la información, quedando entonces esta competencia en los mismos 
órganos que la clasificaron.


6- Es en cambio la Ley 25.326 la que contiene normas sobre clasificación y desclasificación de la información. El 
sistema de clasificación de la información puede ser parte de la función legislativa, pero también de la función 
administrativa (esta competencia, atribuida la función administrativa, surge del art. 9 pto. 1 de la Ley 25326). En 
cualquier caso, como ello implicaría exceptuar a la información del acceso público, el acto de clasificación puede 







ser controvertido en cuanto a su legalidad, y ello solo puede plantearse por el interesado y/o legitimado, en sede 
judicial, ya que conforme se establece en el art. 10 pto. 2 y art. 40 pto. 2 de la Ley 25.326, el deber de 
confidencialidad solo puede ser relevado por decisión judicial.  En consecuencia, y por las razones expuestas, este 
Ministerio considera que con la presente respuesta y sus adjuntos se ha dado debido cumplimiento en tiempo y 
forma a la resolución 231/2020 de la Agencia de Acceso a la Información Pública.


Sin más, lo saluda atte.


 


Sin otro particular saluda atte.
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ANEXO I



 



PLAN NACIONAL “ARGENTINA CONTRA EL HAMBRE”



COMPONENTE “A” - SEGURIDAD ALIMENTARIA – 1. TARJETA ALIMENTAR



 



LINEAMIENTOS OPERATIVOS



 



1 – Características de la Tarjeta ALIMENTAR.



La tarjeta tendrá carácter de medio de pago para la adquisición exclusiva de alimentos. La prestación social que se otorga mediante la tarjeta, 
reviste carácter no remunerativo, no dinerario, ni sustituible por dinero, servicios, o cualquier otra especie o beneficio que no sean los 
productos alimenticios de primera necesidad.



La prestación concerniente a la TARJETA ALIMENTAR, se canalizará mediante una única acreditación mensual de fondos a titulares, como 
un complemento al ingreso familiar para el acceso a los alimentos, en cuentas asociadas a Tarjetas Electrónicas. Las mismas serán 
adjudicadas a familias en situación de vulnerabilidad social, y habilitadas para la adquisición exclusiva de alimentos en comercios adheridos 
de las jurisdicciones territoriales de la República Argentina.



Hasta tanto la prestación concerniente a la TARJETA ALIMENTAR goce de plena aplicación en todo el territorio de la República 
Argentina, la incorporación de nuevos titulares se realizará de forma progresiva y de acuerdo a las capacidades presupuestarias y operativas 
disponibles en el Ministerio de Desarrollo Social.



La tarjeta no permitirá la extracción de dinero en efectivo, ni la compra de bebidas alcohólicas.











2 – Requisitos del plástico de la Tarjeta ALIMENTAR.



Datos al Frente de la TA Datos al Dorso TA



Nombre y apellido del titular•
Período de validez•
Número de emisión•



Sistema de lectura electrónica (banda magnética) 
que permita su identificación y validación



•



Leyenda:•



Tarjeta de uso exclusivo para compra de 
alimentos



Panel de firma del titular•



Las tarjetas estarán provistas de todas las medidas de seguridad, calidad e inviolabilidad, inherentes a su utilización, y adecuada a las normas 
del Banco Central de la República Argentina (B.C.R.A.).



3 – Población Destinataria.



La población destinataria del Componente A.1 estará constituida por personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad social y 
padecen situaciones de inseguridad alimentaria. Se atenderá a familias y comunidades en situación de pobreza.



Se priorizarán aquellos hogares con niños y niñas entre 0 y 6 años, mujeres embarazadas y madres y padres con hijos con discapacidad, estos 
sin límite de edad; que perciban a través de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES): la Asignación 
Universal por Hijo, la Asignación Universal por Embarazo para Protección Social, y/o la Asignación por Hijo con Discapacidad.



4 – Padrón de Titulares.



A los fines de la determinación del beneficio, se utilizarán los padrones de titulares, administrados por la ADMINISTRACIÓN NACIONAL 
DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES), que perciban prestaciones en virtud de lo dispuesto en la Ley N° 24.714 y sus normas 
modificatorias, correspondientes al Régimen de Asignaciones Familiares basado en un subsistema no contributivo.



El intercambio de información de las Bases de Datos actualizadas se deberá producir con una periodicidad de hasta tres meses. Todo ello, sin 
perjuicio del cruzamiento de información con otros Organismos, que administren Bases de Datos.



La información citada revestirá carácter confidencial y estará sometida a la verificación de los extremos indicados precedentemente, reviste 
carácter confidencial y se ajustará a las disposiciones de la Ley de Protección de Datos Personales Nº 25.326 y el Decreto PEN Nº 1558/01, y 
sus normas complementarias.



5 – Conformación del Padrón de Titulares del SISTEMA.



La conformación mensual del Padrón de Titulares habilitados para el pago estará a cargo de la COORDINACIÓN DE PROCESAMIENTO 
Y LIQUIDACIONES DE APORTES PARA LA INCLUSIÓN SOCIAL, unidad organizativa que deberá efectuar su presentación ante la 
ENTIDAD BANCARIA que corresponda, a fines de la efectiva acreditación de los fondos.



6 – Monto y periodicidad de las acreditaciones.



El monto de las acreditaciones correspondientes a cada titular será fijado por el MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL (MDS) en cada 











acto administrativo autorizante de los pagos, con arreglo a las disponibilidades presupuestarias y financieras. El pago de la prestación se 
realizará con periodicidad mensual.



A dicho efecto, se fijan las siguientes categorías:



Categoría Monto Criterio de Focalización



Básica $ 4.000.-



a) Padres o Madres con 1 niño de hasta 6 años



b) Mujeres Embarazadas a partir del 3er mes



c) Padres o Madres de hijos con discapacidad sin límite de 
edad



Ampliada $ 6.000.-



a) Padres o Madres con más de 1 niño hasta 6 años



b) Titulares que combinen simultáneamente las categorías 
básicas “a”, “b” y/o “c”



Los montos podrán ser modificados según disponga el MDS, con arreglo a las disponibilidades presupuestarias y financieras.



7 – Niveles Estatales Participantes.



El SISTEMA precitado implica la articulación y coordinación con los niveles estatales provinciales y/o municipales de contraparte, con 
competencia en las jurisdicciones pertinentes, los cuales tendrán la actuación y responsabilidad que se establezcan en los respectivos 
Convenios Marcos y/o Específicos, según así correspondiere.



Los Convenios Marco se suscribirán con el titular del Gobierno Provincial; pudiendo celebrarse Convenios Específicos con el titular con 
competencia en el área de Acción o Desarrollo Social de dicha jurisdicción provincial.



Los Convenios Marco establecerán la respectiva adhesión al Plan, incluyendo todos sus componentes; en tanto los Convenios Específicos se 
enfocarán exclusivamente en el Componente objeto del presente.



8 – Entidades Bancarias intervinientes.



El Proceso fijado en el ítem 11 del presente, será desarrollado en articulación con Entidades Bancarias habilitadas a dicho fin. En caso que 
intervengan Bancos de la jurisdicción provincial, en el Convenio a suscribirse entre el MDS y el Gobierno Provincial, deberá estipularse la 
obligatoriedad de este último de contratar a una entidad financiera, y preverse la facultad de este MDS de operar en forma directa con 
aquella. Asimismo, deberá establecerse el sometimiento, tanto del Gobierno Provincial, como de la Entidad Financiera a los términos del 
mencionado Acuerdo y a de la presente reglamentación.



9 – Compatibilidad.



Dada la característica de complemento alimentario al ingreso familiar, es compatible la prestación correspondiente al Componente 
TARJETA ALIMENTARIA con la percepción de otros programas sociales nacionales, provinciales o municipales por parte de los titulares 
bajo cobertura; a excepción de otros programas de componente alimentario, que aplicaren idénticos criterios de elegibilidad.











10 – Proceso.



Adjudicación de la Tarjeta:



La tarjeta será adjudicada a un miembro del grupo familiar (titular de la tarjeta), con capacidad para adquirir derechos y contraer 
obligaciones.



Instrumentación de Altas:



Definida el alta, se informará dicha situación a la Entidad Bancaria que corresponda a los fines de la impresión de la tarjeta a nombre del 
respectivo Titular.



Distribución:



La distribución se entiende como la actividad tendiente a la entrega de las tarjetas a los titulares en centros habilitados a dicho fin (sucursales 
bancarias, locaciones especiales, etc.).  Se articulará con las jurisdicciones provinciales y/o municipales la prestación de la logística operativa 
necesaria para su eficaz implementación.



La entrega de las tarjetas a los titulares deberá ser personal. Este procedimiento se realizará mediante la utilización de planillas con la 
suscripción a cargo del titular, y presentación de DNI, que acredite la recepción de las tarjetas.



El proceso de entrega de tarjetas será realizado por la Entidad Bancaria designada al efecto.



La entrega de tarjetas a los titulares se realizará sin costo alguno para los mismos, y estará a cargo de la Entidad Bancaria correpsondiente, la 
cual actuará con la indicación que le brinde el MDS.



Se articulará asimismo con la jurisdicción provincial o municipal, para realizar el acompañamiento a las familias al momento de la entrega de 
las tarjetas.



Acreditación de Fondos.



La orden de acreditación se define como el acto por el cual el MDS transfiere los fondos a la Entidad Bancaria y determina el monto 
individual a asignar a cada titular.



La orden de acreditación sólo incluirá titulares dados de alta y habilitados oportunamente para la percepción de los fondos.



Esta transferencia se producirá al único efecto que los titulares cuenten con disponibilidad de fondos a fin de garantizar la adquisición de 
alimentos por operaciones electrónicas de compra.



Utilización de las Tarjetas.



La utilización de la tarjeta será realizada exclusivamente por el titular nominal de la misma. Es obligación del comercio vendedor la 
exigencia de la presentación de DNI, para su uso, conforme la normativa vigente en la materia. En ningún caso las tarjetas podrán ser 
utilizadas por una tercera persona.



A partir del momento de la acreditación de fondos en la tarjeta, ésta se podrá ser utilizada como medio de pago.



Las transacciones se realizarán con lectura de banda magnética, “online” y exclusivamente en un pago.



Cada compra afectará el saldo de la cuenta en tiempo real.











Las tarjetas podrán utilizarse en comercios pertenecientes al ramo alimenticio, que posean la infraestructura técnica necesaria y cumplan los 
requisitos legales e impositivos correspondientes.



En la operación de compra, será obligación del comercio la emisión del cupón de pago y extensión de factura, recibo o ticket.



Difusión.



El MDS realizará por sí o mediante las jurisdicciones adherentes, acciones de difusión y/o publicación de los listados de productos 
autorizados para la compra y se efectuarán, de la misma forma, controles en los puntos de venta a los efectos de asegurar lo establecido 
precedentemente.



Acciones de Fortalecimiento.



Se articularán acciones con otros Organismos, Entidades Bancarias intervinientes, Cámaras de Comercios, grandes cadenas de 
supermercados u otros comercios, a fin que promuevan ofertas especiales para usufructo de los titulares; así como también para la provisión 
al MDS de información especial sobre los productos adquiridos (según artículo, rubro, marcas, etc.), que resulte de utilidad a fin de realizar 
análisis y estadísticas sobre los hábitos de consumo de la población destinataria.



Educación Alimentaria Nutricional.



En el marco de los operativos de entrega de tarjetas y/o en circunstancias que el MDS entienda procedente, se llevarán a cabo acciones de 
Educación Alimentaria Nutricional a fin de orientar los hábitos de consumo hacia la adquisición de una canasta de productos tendiente a 
complementar la cobertura de las necesidades nutricionales de la población destinataria.



11 – Marco Regulatorio de referencia para la intervención de la Entidad Bancaria.



Prestación del Servicio.



La Entidad Bancaria interviniente tendrá a su cargo la prestación del Servicio de BANCO EMISOR y PAGADOR – comprensivo de la 
función de emisión, embozado, acreditación y pago a comercios, del producto denominado Tarjeta Alimentar.



Plásticos, embozado, grabación, entrega.



Los plásticos que se emitan serán determinados e indicados por el MDS a la Entidad Bancaria.



La tarjeta contará con todas las especificaciones y medidas de seguridad previstas en las normas ISO aplicables al producto tarjeta de crédito 
y/o tarjeta de débito.



El diseño de la tarjeta contará con la identificación fijada por el MDS, y conforme a las pautas de diseño que este indique, respetando los 
hologramas y especificaciones para el uso, tamaño y ubicación de marca/normas que la administradora designe.



La Entidad Bancaria entregará los plásticos embozados y grabados en la banda magnética, ordenados por orden alfabético u otro método de 
compilación que determine el MDS.



Emisión y procesamiento.



A los fines de la emisión de las tarjetas, el MDS remitirá a la Entidad Bancaria, en la forma, diseños de registros y plazos que se establecen, 
la totalidad de los datos necesarios para el grabado y embozado.



La Entidad Bancaria, a requerimiento del MDS, procesará las altas, bajas y modificaciones de acuerdo a la información que se le suministre.











La Entidad Bancaria procesará la acreditación de fondos concernientes a las tarjetas en función a cada solicitud del MDS.



Administración.



La Entidad Bancaria, por intermedio de la administradora que se designe, procesará las operaciones de compra de los usuarios en los 
comercios adheridos en base de las autorizaciones emitidas. Cada autorización implicará la realización de un débito en la tarjeta afectando 
por igual monto el saldo acreedor y/o monto disponible asignado por el MDS al titular.



La tarjeta no generará resumen de cuenta para los titulares.



La Entidad Bancaria deberá proveer al MDS la información relacionada con las tarjetas respecto a su carga, las operaciones que se realicen, 
el saldo del titular y los comercios donde se utilicen.



Adhesión de Comercios.



El MDS determinará los rubros de comercios que integrarán el programa en cuyo marco se emiten las tarjetas, y la Entidad Bancaria 
gestionará la adhesión de los comercios que no estuvieran adheridos al Sistema. La adhesión se efectuará de acuerdo a las normas de 
vinculación establecidas por el B.C.R.A.



La Entidad Bancaria deberá proporcionar al MDS el Listado de Comercios adheridos.



Otros Servicios.



La prestación del servicio de entrega de la tarjeta a los titulares, y en particular, las prestaciones vinculadas a la provisión de personal para la 
entrega de plásticos, recepción de documentación, suscripción de recepción de tarjeta, guarda y entrega de la documentación, guarda de 
plásticos, personal de seguridad, e identificación de los lugares de entrega de la tarjeta y cualquier otra relacionada con la entrega a los 
titulares será ejecutada por la Entidad Bancaria en cooperación con la jurisdicción pertinente; sin perjuicio de la colaboración que pudiere 
prestar el MDS.



Habilitación de Operaciones.



Las acreditaciones estarán disponibles para los titulares en la periodicidad y bajo las condiciones previstas en el PLAN.



El MDS, a los efectos de cada acreditación, depositará el monto total de la misma en la cuenta de la Entidad Bancaria que se informe 
oportunamente. Una vez verificados los fondos y la autorización de uso por parte del MDS, se dará inicio al proceso de acreditación.



Rendición de Cuentas.



Vencido el plazo de utilización de fondos determinado por el MDS, los saldos inherentes a cada tarjeta estarán sometidos a un proceso de 
cereo (puesta a cero de las cuentas), que devengará un saldo integral que deberá ser restituido por la Entidad Bancaria al MDS; a excepción 
que este último disponga su reutilización en acreditaciones ulteriores, lo que será debidamente notificado.



Los cereos correspondiente a los saldos de las tarjetas deberán producirse el día que se efectúe la acreditación ulterior; a excepción que el 
MDS realice una instrucción en contrario.-



La rendición de cuentas de las transacciones será presentada por la Entidad Bancaria ante el MDS, en un plazo máximo de DIEZ (10) días 
hábiles de producido el cereo de las mismas.



A dicho efecto, la Entidad Bancaria deberá presentar con carácter de Rendición de Cuentas la siguiente información:











Concepto Descripción Detalle



1 - Soporte o Documento 
electrónico



N° de cuenta o tarjeta del titular



Apellido y Nombre 
 



  DNI del Titular  



  Tipo de transacción:



Créditoa. 
Consumo – Indicando Nombre 
y localidad del Comercio



b. 



Reintegroc. 
Cereod. 



  Monto de la transacción  



  Fecha de la transacción         



2 – Nota de Remisión de la 
Rendición a la Sra. Secretaria de 
Inclusión Social



Detalle de:



Período rendidoa. 
Fondos transferidos por el 
MDS



b. 



Cantidad de titulares 
acreditados



c. 



Monto de créditosd. 
Monto de consumose. 
Monto de reintegrosf. 
Monto de cereosg. 



3 – Comprobante de devolución de 
fondos



Comprobantes que acrediten la 
devolución de fondos al MDS, por 
cereos o fondos excedentes (en su 
caso)



 



El monto correspondiente a los saldos no utilizados deberá restituirse en la cuenta que el MDS indique oportunamente. Todo ello sin 
perjuicio de lo señalado en el primer párrafo de este acápite.



Prohibiciones.



La Entidad Bancaria tendrá expresamente prohibido transmitir y/o transferir y/o donar y/o vender y/o ceder por cualquier medio la base de 
datos de titulares del Plan, ya sea a personas físicas y/o jurídicas y/o entes y/o direcciones y/o reparticiones públicas, según lo determinado 
en la Ley Nº 21526 de Entidades Financieras, art. 39, respecto del secreto bancario y la Ley Nº 25326 de Protección de Datos Personales.











Disposiciones Complementarias



El marco regulatorio citado no obsta a fijar otras pautas complementarias necesarias para la implementación eficaz del Sistema.



12 – Plazo de Duración.



El sistema precitado tendrá como plazo de duración, excepto que por norma de igual tenor se establezca un plazo mayor, el establecido en la 
Ley Nº 27.519 por la cual se prorrogó la Emergencia Alimentaria Nacional dispuesta por el Decreto Nº 108/2002



13 – Procedimiento Administrativo.



La DIRECCIÓN NACIONAL DE POLÍTICAS ALIMENTARIAS (DNPA) instará la conformación de los Expedientes correspondientes a 
los fines del pago mensual a la Entidad Bancaria designada, lo que se instrumentará a través de un acto administrativo emitido por la 
SECRETARÍA DE INCLUSIÓN SOCIAL.



En dichas actuaciones, se integrarán los padrones de titulares que remita la ADMINISTRACION NACIONAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL, conformados por la COORDINACIÓN DE PROCESAMIENTO Y LIQUIDACIONES DE APORTES PARA LA INCLUSIÓN 
SOCIAL (CPyLAIS), así como las respectivas rendiciones de cuentas.



Intervendrán sucesivamente en el Proceso, la citada DNPA, la CPyLAIS en la conformación del padrón, la DIRECCIÓN DE 
PROGRAMACIÓN Y EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA (DPyEP), la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS (DGAJ), la 
SECRETARÍA DE INCLUSIÓN SOCIAL y la SECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA.



El Circuito del Expediente de Pago se sujetará al siguiente detalle:











 



DNPA: Dirección Nacional de Políticas Alimentarias.•
CPyLAIS: Coordinación de Procesamiento y Liquidaciones de Aportes para la Inclusión Social.•
DPYEP MDS: Dirección de Programación y Ejecución Presupuestaria.•
DGAJ MDS: Dirección General de Asuntos Jurídicos.•
SECRETARIA INC. SOCIAL: Secretaría de Inclusión Social.•
DGA RRCC: Dirección General de Administración – Rendición de Cuentas.•
DNPA: Dirección Nacional de Políticas Alimentarias.•
CPyLAIS: Coordinación de Procesamiento y Liquidaciones de Aportes para la Inclusión Social.•
DPYEP MDS: Dirección de Programación y Ejecución Presupuestaria.•
DGAJ MDS: Dirección General de Asuntos Jurídicos.•
SECRETARIA INC. SOCIAL: Secretaría de Inclusión Social.•
DGA RRCC: Dirección General de Administración – Rendición de Cuentas.•
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Nota N°201/2020 



Ciudad de Buenos Aires, 



10 de sep. de 2020 



 



Ref: Respuesta NO-2020-60130423-APN-DGISE/MDS  



 



Ministerio Desarrollo Social 



de la Nación 



Lic. Marcela Rebón 
 
S                    /                D 



 



De mi mayor consideración: 



                                 Tengo el agrado de dirigirme a usted en mi carácter de 
Defensora de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, en respuesta a la nota 
de referencia  donde consulta la opinión a esta institución en relación con:  



“1) si brindar los datos personales, en el marco de un pedido de acceso a la información 



pública que tramita según ley 27.275, de los beneficiarios de la Tarjeta Alimentar siendo 



que se trata de niños y niñas de 0 a 6 años y personas con discapacidad que reciben la 



Asignación Universal por Hijo creada por resolución 26/2020 del Ministerio de Desarrollo 



Social de la Nación, afecta algún derecho protegido por normativa vigente en nuestro 



ordenamiento jurídico. 



 2) si el hecho de informar nombre y apellido y su CUIT de los titulares de la tarjeta 



(padres y/o madres de menores de 0 a 6 años) puede ocasionar de algún modo un 



desmedro en los derechos de los niños y niñas que reciben el beneficio de la Tarjeta 



Alimentar.” 



                                                         



                                            1.-  En respuesta a su solicitud y tal como señalan las 



instituciones especializadas en la protección de datos personales a nivel internacional no 



existe una norma que regule específicamente el tratamiento de datos personales de las 



personas menores de edad “no vamos a encontrar una norma específica sobre la 



materia, sino que las normas o disposiciones que regulan el tratamiento de datos 



personales serán las que contengan los requisitos generales y, en contadas ocasiones y 



de forma tangencial, se refieren a los casos en que los procedimientos tienen como 



sujetos a los menores de edad.   Además, no podemos olvidar tampoco que, por regla 



general, la normativa que regula el procedimiento es una norma de criterios generales, 











 
 



debiendo acudir en todo caso para tener una visión completa y adaptada al caso 



planteado a la normativa sectorial correspondiente” 1(El resaltado es nuestro) 



                                                           Es decir que, no habiendo norma particular que 



trate el tema de referencia respecto de niñas, niños y adolescentes, y que, en el caso de 



la normativa nacional, no lo hace ni siquiera tangencialmente, me refiero a la Ley N° 



27.275 de Acceso a la Información Pública, se deberá estar a las normas internacionales 



y nacionales que reconocen, promueven y protegen los derechos humanos de esta franja 



etaria de la población. 



                                               Cabe destacar, entonces, que la Convención sobre 



los Derechos del Niño (CDN) da protección a niñas, niños y adolescentes ante cualquier 



injerencia sobre su vida en particular en su artículo 8 establece: 1. Los Estados Partes 



se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos la 



nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la ley sin 



injerencias ilícitas. 2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los 



elementos de su identidad o de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la 



asistencia y protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente su identidad. 



Asimismo, en su artículo 16 dice:  1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o 



ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia ni de ataques 



ilegales a su honra y a su reputación. 2. El niño tiene derecho a la protección de la ley 



contra esas injerencias o ataques. 



. Dichos artículos se inspiran, a su vez, en otros tratados de derechos humanos 



como el artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y el artículo 



17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  



                                                               



                                                          2.- por otra parte, nuestra ley nacional, 



específicamente la N°26.061 (Protección Integral de Derechos de Niñas, Niños y 



Adolescentes) estipula en su artículo 22 : “DERECHO A LA DIGNIDAD. Las niñas, niños 



y adolescentes tienen derecho a ser respetados en su dignidad, reputación y propia 



imagen. 



Se prohíbe exponer, difundir o divulgar datos, informaciones o imágenes que 



permitan identificar, directa o indirectamente a los sujetos de esta ley, a través de 



cualquier medio de comunicación o publicación en contra de su voluntad y la de sus 



padres, representantes legales o responsables, cuando se lesionen su dignidad o la 



reputación de las niñas, niños y adolescentes o que constituyan injerencias arbitrarias o 



ilegales en su vida privada o intimidad familiar” 



                                                              



                                               3.- Por su parte la Corte Suprema de Justicia de la 



Nación señaló que “En efecto, resulta indispensable que el legislador establezca, con 



alcance general, pautas uniformes que permitan hacer efectivo este derecho y que 



aseguren la previsibilidad en su ejercicio, de modo tal de reducir posibles arbitrariedades 



por parte de quienes se encuentran obligados a brindar información pública.” (Párrafo 32 



Fallo C. 830. XLVI. CIPPEC e/ EN MO Desarrollo Social - dto. 1172/03 s/ amparo ley 



16.986) 



 
1 https://www.redipd.org/sites/default/files/inline-
files/Primer_informe_Red_Iberoamericana_de_Proteccion_de_Datos.pdf. Pag 155. 





https://www.redipd.org/sites/default/files/inline-files/Primer_informe_Red_Iberoamericana_de_Proteccion_de_Datos.pdf


https://www.redipd.org/sites/default/files/inline-files/Primer_informe_Red_Iberoamericana_de_Proteccion_de_Datos.pdf








 
 



                                                               Con posterioridad el Congreso Nacional 



sancionó la Ley N° 27.275 de Acceso a la Información Pública, que en su artículo 8º, 



dispone que los sujetos obligados están exceptuados cuando se dé el siguiente 



supuesto, que aún sin hacer referencia a niñas, niños y adolescentes aplica al caso en 



consulta en su inciso: “i) Información que contenga datos personales y no pueda 



brindarse aplicando procedimientos de disociación, salvo que se cumpla con las 



condiciones de licitud previstas en la ley 25.326 de protección de datos personales y sus 



modificatorias;” 



                                                  



                                                4.- Ante la ausencia de normativa específica, 



deberán contemplarse 



1° El principio rector del interés superior del niño establecido en el artículo 3 de 



la CDN, que reza: “ 1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las 



instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 



administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se 



atenderá será el interés superior del niño. 2. Los Estados Partes se comprometen a 



asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, 



teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas 



responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y 



administrativas adecuadas. 3. Los Estados Partes se asegurarán de que las 



instituciones, servicios y establecimientos encargados del cuidado o la protección de los 



niños cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente 



en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como en 



relación con la existencia de una supervisión adecuada”  



2° La protección especial de la cual son titulares niñas, niños y adolescentes , 



protección que surge del art. 19 de la Convención Americana de Derechos Humanos 



CADH), así como de la Opinión Consultiva No. 17 de la Corte Interamericana de 



Derechos Humanos, en ocasión del caso “Villagrán Morales c/ Guatemala”. 



 



                                                    5.- Así también los señalan por los especialistas 



de la Red Iberoamericana de Protección de Datos y se manifiestan sobre la necesidad 



de que: “Se deberían garantizar unos mínimos niveles de protección y unas buenas 



prácticas a la hora de tratar datos personales con especial atención cuando dichos 



tratamientos afectan a los datos personales de menores de edad. A falta de un 



documento concreto específico relativo al tratamiento de datos personales de los 



menores, sería conveniente la aprobación de un  



instrumento jurídico general en la materia el que se deberían incluir especiales 



referencias a los menores de edad como sujetos especialmente protegidos con el fin de 



garantizar su privacidad y su desarrollo personal”.2 



                                                                 Con tal propósito el Poder Ejecutivo Nacional a 



través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación presentó un proyecto 



de ley - Mensaje MEN 2018 -147-APN-PTE, sobre reforma de la ley de protección de 



datos personales, señalando  



“Los niños merecen una protección específica de sus datos personales, ya que 



pueden ser menos conscientes de los riesgos, consecuencias, garantías y derechos 



 
2 Op cit, pag 179 











 
 



concernientes al tratamiento de datos personales. Dicha protección específica debe 



aplicarse en particular, a la utilización de datos personales de niños con fines de 



mercadotecnia o elaboración de perfiles de personalidad o de usuario, y a la obtención 



de datos personales relativos a niños cuando se utilicen servicios ofrecidos directamente 



a un niño. …Se debe establecer la correcta armonización de los arts. 3º y 16º de la 



Convención sobre los Derechos del Niño, con la Ley 25.326, de manera tal que, en forma 



indubitable, garantice el derecho a la intimidad…”3 



                                                               Por todo lo expuesto, concluyo respondiendo 



que dada la normativa de alcance internacional y nacional aplicable a la consulta, no 



corresponde brindar nombres, apellidos y DNI de la información solicitada, sin perjuicio 



que la misma pueda ser respondida sin vulnerar el alcance de los derechos aquí 



señalados. 



                                                               



                                                                Sin otro particular, saludo a usted muy 



atentamente. 



 



 



 



 
3 Disponible en: 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/proyecto_de_ley_de_proteccion_de_los_datos_personales.p
df 













 
 
 
 



República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
2020 - Año del General Manuel Belgrano



 
Resolución



 
Número: 
 



 
Referencia: EX-2020-01703777-APN-SSAJI#MSYDS



 



VISTO el Expediente N° EX-2020-01703777-APN-SSAJI#MSYDS y,



CONSIDERANDO:



Que mediante la Ley N° 27.519 se prorrogó hasta el 31 de diciembre de 2022, la Emergencia Alimentaria Nacional 
dispuesta por el Decreto Nº 108/02.



Que en virtud a lo dispuesto en la RESOL-2020-8-APN-MDS se creó el PLAN NACIONAL “ARGENTINA 
CONTRA EL HAMBRE”, cuyo objetivo general es el de garantizar la seguridad y soberanía alimentaria de toda la 
población y familias argentinas, con especial atención en los sectores de mayor vulnerabilidad económica y social, 
conforme los lineamientos generales y componentes establecidos en su ANEXO identificado como IF-2020-
01699794-APN-SSAJI#MSYDS.



Que en este marco, se ha aprobado, entre otros, el Componente A - SEGURIDAD ALIMENTARIA, del 
mencionado PLAN, que contempla la Tarjeta Alimentar, Prestaciones para Comedores Escolares y Prestaciones 
para Merenderos y Comedores Comunitarios, con el objeto de garantizar a las familias más vulnerables el acceso a 
los alimentos.



Que la SECRETARIA DE INCLUSION SOCIAL, en su carácter de Unidad de Aplicación del mencionado 
Componente, ha considerado la necesidad de establecer los Lineamientos Operativos inherentes al Componente A - 
SEGURIDAD ALIMENTARIA – TARJETA ALIMENTAR.



Que la SECRETARIA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA ha tomado la intervención de su competencia y propicia 
el dictado de la presente.



Que el SERVICIO JURÍDICO PERMANENTE ha tomado la intervención que le compete.



Que el presente acto se dicta en virtud de lo dispuesto por la Ley de Ministerios y sus normas modificatorias y 
complementarias y el Decreto Nº 14 del 10 de diciembre de 2019.











Por ello,



EL MINISTRO DE DESARROLLO SOCIAL 
RESUELVE:



ARTÍCULO 1°.- Apruébanse los LINEAMIENTOS OPERATIVOS inherentes al COMPONENTE A - 
SEGURIDAD ALIMENTARIA – TARJETA ALIMENTAR, del PLAN NACIONAL “ARGENTINA CONTRA 
EL HAMBRE”, con arreglo a los términos del IF-2020-03289416-APN-SSAJI#MSYDS, que como ANEXO I 
forma parte integrante de la presente.



ARTÍCULO 2°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCION NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese.
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República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
2020 - Año del General Manuel Belgrano



 
Nota



 
 



 
Número: 
 



 
Referencia: En respuesta a Nota N° NO-2020-59789948-APN-DGISE#MDS
 
 
A: María Marcela Rebon (DGISE#MDS),
 
Con Copia A: Gabriel Lerner (SENNAF#MDS),
 



 
De mi mayor consideración:
 
 



Señora Directora General de Información Social Estratégica:



Tengo el agrado de dirigirme a Ud., por expresa instrucción del señor Secretario Nacional, a fin de emitir la siguiente opinión a 
instancia de su Nota N° NO-2020-59789948-APN-DGISE#MDS, en la que formula una consulta vinculada a un pedido de acceso a 
la información pública en trámite por Expediente N° EX-2020-32542869-APN-DNAIP#AAIP, relativa a conocer la posición de esta 
Secretaría Nacional en torno a las siguientes cuestiones:



Si brindar los datos personales, en el marco de un pedido de acceso a la información pública que tramita según ley 
27.275, de los beneficiarios de la Tarjeta Alimentar siendo que se trata de niños y niñas de 0 a 6 años de edad y 
personas con discapacidad que reciben la Asignación Universal por Hijo creada por resolución 26/2020 del 
Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, afecta algún derecho protegido por normativa vigente en nuestro 
ordenamiento jurídico.



1. 



Si el hecho de informar nombre y apellido y su CUIT de los titulares de la tarjeta (padres y/o madres de menores de 
0 a 6 años) puede ocasionar de algún modo un desmedro en los derechos de los niños y niñas que reciben el 
beneficio de la Tarjeta Alimentar.



2. 



 



-I-



En primer lugar cabe mencionar que, según su artículo 1°, la Ley N° 27.275 tiene por objeto garantizar el efectivo ejercicio del 











derecho de acceso a la información pública, promover la participación ciudadana y la transparencia de la gestión pública, y 
reconoce -entre otros- el principios de “Transparencia y máxima divulgación”.



Dicho precepto implica que toda información en poder, custodia o bajo control del sujeto obligado debe ser accesible para todas las 
personas. El acceso a la información pública sólo puede ser limitado cuando concurra alguna de las excepciones previstas en la 
ley, de acuerdo con las necesidades de la sociedad democrática y republicana, proporcionales al interés que las justifican.



Seguidamente, el artículo 2° de la norma en cita establece que el derecho de acceso a la información pública comprende la 
posibilidad de buscar, acceder, solicitar, recibir, copiar, analizar, reprocesar, reutilizar y redistribuir libremente la información 
bajo custodia de los sujetos obligados enumerados en el artículo 7° de la Ley, con las únicas limitaciones y excepciones  que 
establece la norma.



Por su parte, el régimen de excepciones previsto en la normativa tiene fundamento en que el derecho de acceso a la información 
pública no es un derecho absoluto. No obstante, el alcance de las excepciones es limitado, de interpretación restrictiva y deberán 
estar fundamentadas, so pena de considerarse injustificada la negativa a entregar la información solicitada por parte del sujeto 
obligado.



En este sentido, el artículo 8 de la Ley N° 27.275 estipula: “Los sujetos obligados sólo podrán exceptuarse de proveer la 
información cuando se configure alguno de los siguientes supuestos: (...) I) Información que contenga datos personales y no pueda 
brindarse aplicando procedimientos de disociación, salvo que se cumpla con las condiciones de licitud previstas en la ley 25.326 de 
protección de datos personales y sus modificatorias”.



Según la Ley Nº 25.326, son datos personales aquellos referidos a personas físicas o de existencia ideal determinadas o 
determinables; y datos sensibles los que revelan el origen racial y étnico, opiniones políticas, convicciones religiosas, filosóficas o 
morales, afiliación sindical e información referente a la salud o a la vida sexual (artículo 2).



Asimismo, debe tenerse presente que para el tratamiento de datos personales, es necesario el consentimiento del titular de estos, 
entendido como “una declaración de voluntad del titular de los datos, referida a los mismos, aceptando la realización de los 
procesos y operaciones implicados en su tratamiento”.



La norma dispone que no será necesario el consentimiento cuando ellos se recaben para el ejercicio de funciones propias de los 
poderes del Estado o en virtud de una obligación legal; o bien, cuando se trate de listados cuyos datos se limiten a nombre, 
documento nacional de identidad, identificación tributaria o previsional, ocupación, fecha de nacimiento y domicilio.



En este contexto se inscribe la consulta sobre si otorgar datos personales de los beneficiarios de la Tarjeta Alimentar -destinada a 
niños y niñas de cero a seis años y a personas con discapacidad que reciben la Asignación Universal por Hijo-, bajo este paraguas 
legislativo, podría afectar algún derecho protegido por la normativa específica que protege a este colectivo. Y respecto a si informar 
nombre, apellido y CUIT de los titulares de la Tarjeta Alimentar (padres y/o madres de personas menores de edad de cero a seis 
años) podría ocasionar de algún modo desmedro en los derechos de niñas y niños que reciben el beneficio de la Tarjeta Alimentar.



 



-II-



Para evacuar este requerimiento, cabe apuntar someramente los instrumentos específicos de protección que guían el accionar del 
Estado en materia de infancias y adolescencias, ellos son: la Convención sobre los Derechos del Niño (aprobada por Ley N° 
23.849 - en adelante “CDN”) y la Ley N° 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.



La Convención sobre los Derechos del Niño, con jerarquía constitucional de conformidad con el artículo 75 inc. 22 de la 
Constitución Nacional, establece que en todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial 
a que se atenderá será el interés superior del niño (artículo 3°, CDN).



A su turno, la Ley N° 26.061, establece expresamente que en caso de conflicto entre los derechos e intereses de las niñas, niños y 
adolescentes frente a otros derechos e intereses igualmente legítimos prevalecerán los primeros.











Este principio rector del interés superior del niño, que se erige como pauta interpretativa para procurar el equilibrio entre los 
derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes y las exigencias del bien común, ha de ser entendido según la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Corte IDH”) “(...) como la premisa bajo la cual se debe interpretar, integrar y 
aplicar la normativa de la niñez y la adolescencia, y que constituye, por ello, un límite a la discrecionalidad de las autoridades en la 
adopción de decisiones relacionadas con los niños. Este principio regulador de la normativa de los derechos del niño se funda en 
la dignidad misma del ser humano, en las características propias de los niños, y en la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, 
con pleno aprovechamiento de sus potencialidades, así como en la naturaleza y alcances de la Convención sobre los Derechos del 
Niño” (Corte IDH, Opinión Consultiva OC-17/2002 de 28 de agosto de 2002, Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, 
párrafo 56).



A mayor abundamiento, la Corte IDH alude a este principio “(...) como punto de referencia para asegurar la efectiva realización de 
todos los derechos contemplados en ese instrumento, cuya observancia permitirá al sujeto el más amplio desenvolvimiento de sus 
potencialidades. A este criterio han de ceñirse las acciones del Estado y de la sociedad en lo que respecta a la protección de los 
niños y a la promoción y preservación de sus derechos. En el mismo sentido, conviene observar que para asegurar, en la mayor 
medida posible, la prevalencia del interés superior del niño, el preámbulo de la Convención sobre los Derechos del Niño establece 
que éste requiere ‘cuidados especiales’, y el art. 19 de la Convención Americana señala que debe recibir ‘medidas especiales 
de protección’. En ambos casos, la necesidad de adoptar esas medidas o cuidados proviene de la situación específica en 
la que se encuentran los niños, tomando en cuenta su debilidad, inmadurez o inexperiencia. En conclusión, es preciso 
ponderar no sólo el requerimiento de medidas especiales, sino también las características particulares de la situación en la que se 
halla el niño” (el destaque me pertenece) (Corte IDH, OC-17/02, párrafos 59 y 60).



Tal como señala el tribunal regional, debe existir un compromiso de la sociedad toda respecto a encaminar sus acciones en la 
protección de las infancias y las adolescencias. De este modo, no se advierte en el caso en qué medida contribuye a robustecer el 
debate público y el escrutinio del gobierno por parte de la sociedad -espíritu con que fue sancionada la Ley N° 27.275- la 
publicación y difusión de la nómina de niños de cero a seis años y de personas con discapacidad beneficiarios de la Tarjeta 
Alimentar; así como tampoco se advierte para el caso de los padres o adultos responsables de su cuidado, en tanto ello permitiría 
asociarlos de modo directo con las personas beneficiarias.



Por otro lado, la CDN y la Ley N° 26.061 colocan en cabeza del Estado la obligación de no discriminar (artículo 2 CDN y artículo 28 
Ley N° 26.061). Así, tenemos que los derechos que el ordenamiento concede a este colectivo sujeto de especial protección, deben 
ser garantizados sin discriminación alguna fundada en motivos raciales, de sexo, color, edad, idioma, religión, creencias, opinión 
política, cultura, posición económica, origen social o étnico, capacidades especiales, salud, apariencia física o impedimento 
físico, de salud, el nacimiento o cualquier otra condición del niño o de sus padres o de sus representantes legales.



En este aspecto, se advierte que la Asignación Universal por Hijo tiene como destinatarios a aquellos niños, niñas y adolescentes 
que pertenezcan a grupos familiares que se encuentren desocupados o se desempeñen en la economía informal (cfme. Ley 
24.714). 



Por su parte, la Tarjeta Alimentar forma parte del componente de “Seguridad Alimentaria” integrante del “Plan Argentina Contra el 
hambre” aprobado por Resolución MDS N° 8/2020, cuyo objetivo es garantizar a las familias más vulnerables el acceso a los 
alimentos.



En efecto, las mentadas normas tienen como beneficiarios no sólo a las familias, sino también a los niños, niñas y adolescentes, 
en razón de la condición económica y/o social del grupo familiar al que pertenecen.



Cabe traer a colación aquí que la CDN, en su artículo 2, apartado 1, establece que “Los Estados Partes respetarán los derechos 
enunciados en la presente Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, 
independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico 
o social, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres 
o de sus representantes legales” (el destaque me pertenece).



A tal fin, compromete a los Estados Partes a tomar todas las medidas apropiadas para garantizar que el niño/a se vea protegido 
contra toda forma de discriminación, entre otras razones, por la condición de sus padres, tutores o de sus familiares (cfme.artículo 
2.2.).



En otro orden, en atención a que la consulta también versa sobre una posible afectación de derechos a personas con 











discapacidad, resulta conveniente acudir a la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (aprobada por 
Ley N° 26.378), cuyo preámbulo reconoce que “r) (...) los niños y las niñas con discapacidad deben gozar plenamente de todos los 
derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, y recordando las 
obligaciones que a este respecto asumieron los Estados Partes en la Convención sobre los Derechos del Niño”.



El texto de protección especial de las personas con discapacidad, consagra entre los principios que regirán la Convención: “El 
respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas con discapacidad y de su derecho a preservar su identidad” 
(artículo 3 inc. h).



Además, compele a los Estados Partes, a cumplir con ciertas obligaciones generales, en los siguientes términos: “Los Estados 
Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se 
comprometen a: (...) d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la presente Convención y velar por que las 
autoridades e instituciones públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella; e) Tomar todas las medidas pertinentes para que 
ninguna persona, organización o empresa privada discrimine por motivos de discapacidad (...)”.



Íntimamente ligado con lo anterior, la CDN exige a los Estados Partes el compromiso de respetar el derecho a que ningún niño sea 
objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a 
su honra y reputación. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o ataques (artículo 16, CDN).



En igual sentido, la Ley N° 26.061, en su artículo 22, dispone que las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a ser respetados 
en su dignidad, reputación y propia imagen. Se prohíbe exponer, difundir o divulgar datos, informaciones o imágenes que permitan 
identificar, directa o indirectamente a los sujetos de esta ley, a través de cualquier medio de comunicación o publicación en contra 
de su voluntad y la de sus padres, representantes legales o responsables, cuando se lesionen su dignidad o la reputación de las 
niñas, niños y adolescentes o que constituyan injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada o intimidad familiar.



En suma, no sólo se requieren acciones positivas (o de hacer) por parte del Estado para la protección de este colectivo que 
merece especial tutela, sino que también en ciertas ocasiones se le exige que se abstenga de realizar otras conductas que puedan 
vulnerar sus derechos.



A mi juicio, en este caso, si se concede la información requerida con el alcance antes precisado, el Estado perdería el control 
exclusivo de los datos y estaría habilitando -indirectamente- a que con ellos, a partir del principio de máxima divulgación, se 
difundan y se haga pública información que podría ser empleada para discriminar a niños, niñas y personas con 
discapacidad conforme a su condición económica o a la de sus progenitores o responsables a cargo.



Al mismo tiempo, suministrar la información requerida implicaría ignorar la condición de sujetos de derechos de los niños, niñas y 
de las personas con discapacidad, toda vez que ellos no fueron quienes aportaron la información al organismo para percibir la 
prestación de la cual son titulares. Entonces, desde una mirada adultocéntrica, circunscripta al interés del peticionante y a la 
eventual decisión del Estado de entregarla, se estarían divulgando datos personales sin antes siquiera haber oído a sus titulares, 
transformándose ello en una injerencia estatal arbitraria.



 



-III-



Es por todo lo expuesto que dejo sentada mi posición en sentido de que no corresponde brindar la información requerida, en 
atención a la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos de los niños, niñas y de las personas con discapacidad 
reconocidos en la normativa específica diseñada para su especial protección; que por imperio del interés superior del niño deben 
prevalecer por sobre las expectativas del peticionante.



 



Sin otro particular saluda atte.
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Referencia: EX-2020-01703777-APN-SSAJI#MSYDS - LINEAMIENTO OPERATIVO


 


ANEXO I


 


PLAN NACIONAL “ARGENTINA CONTRA EL HAMBRE”


COMPONENTE “A” - SEGURIDAD ALIMENTARIA – 1. TARJETA ALIMENTAR


 


LINEAMIENTOS OPERATIVOS


 


1 – Características de la Tarjeta ALIMENTAR.


La tarjeta tendrá carácter de medio de pago para la adquisición exclusiva de alimentos. La prestación social que se otorga mediante la tarjeta, 
reviste carácter no remunerativo, no dinerario, ni sustituible por dinero, servicios, o cualquier otra especie o beneficio que no sean los 
productos alimenticios de primera necesidad.


La prestación concerniente a la TARJETA ALIMENTAR, se canalizará mediante una única acreditación mensual de fondos a titulares, como 
un complemento al ingreso familiar para el acceso a los alimentos, en cuentas asociadas a Tarjetas Electrónicas. Las mismas serán 
adjudicadas a familias en situación de vulnerabilidad social, y habilitadas para la adquisición exclusiva de alimentos en comercios adheridos 
de las jurisdicciones territoriales de la República Argentina.


Hasta tanto la prestación concerniente a la TARJETA ALIMENTAR goce de plena aplicación en todo el territorio de la República 
Argentina, la incorporación de nuevos titulares se realizará de forma progresiva y de acuerdo a las capacidades presupuestarias y operativas 
disponibles en el Ministerio de Desarrollo Social.


La tarjeta no permitirá la extracción de dinero en efectivo, ni la compra de bebidas alcohólicas.







2 – Requisitos del plástico de la Tarjeta ALIMENTAR.


Datos al Frente de la TA Datos al Dorso TA


Nombre y apellido del titular•
Período de validez•
Número de emisión•


Sistema de lectura electrónica (banda magnética) 
que permita su identificación y validación


•


Leyenda:•


Tarjeta de uso exclusivo para compra de 
alimentos


Panel de firma del titular•


Las tarjetas estarán provistas de todas las medidas de seguridad, calidad e inviolabilidad, inherentes a su utilización, y adecuada a las normas 
del Banco Central de la República Argentina (B.C.R.A.).


3 – Población Destinataria.


La población destinataria del Componente A.1 estará constituida por personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad social y 
padecen situaciones de inseguridad alimentaria. Se atenderá a familias y comunidades en situación de pobreza.


Se priorizarán aquellos hogares con niños y niñas entre 0 y 6 años, mujeres embarazadas y madres y padres con hijos con discapacidad, estos 
sin límite de edad; que perciban a través de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES): la Asignación 
Universal por Hijo, la Asignación Universal por Embarazo para Protección Social, y/o la Asignación por Hijo con Discapacidad.


4 – Padrón de Titulares.


A los fines de la determinación del beneficio, se utilizarán los padrones de titulares, administrados por la ADMINISTRACIÓN NACIONAL 
DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES), que perciban prestaciones en virtud de lo dispuesto en la Ley N° 24.714 y sus normas 
modificatorias, correspondientes al Régimen de Asignaciones Familiares basado en un subsistema no contributivo.


El intercambio de información de las Bases de Datos actualizadas se deberá producir con una periodicidad de hasta tres meses. Todo ello, sin 
perjuicio del cruzamiento de información con otros Organismos, que administren Bases de Datos.


La información citada revestirá carácter confidencial y estará sometida a la verificación de los extremos indicados precedentemente, reviste 
carácter confidencial y se ajustará a las disposiciones de la Ley de Protección de Datos Personales Nº 25.326 y el Decreto PEN Nº 1558/01, y 
sus normas complementarias.


5 – Conformación del Padrón de Titulares del SISTEMA.


La conformación mensual del Padrón de Titulares habilitados para el pago estará a cargo de la COORDINACIÓN DE PROCESAMIENTO 
Y LIQUIDACIONES DE APORTES PARA LA INCLUSIÓN SOCIAL, unidad organizativa que deberá efectuar su presentación ante la 
ENTIDAD BANCARIA que corresponda, a fines de la efectiva acreditación de los fondos.


6 – Monto y periodicidad de las acreditaciones.


El monto de las acreditaciones correspondientes a cada titular será fijado por el MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL (MDS) en cada 







acto administrativo autorizante de los pagos, con arreglo a las disponibilidades presupuestarias y financieras. El pago de la prestación se 
realizará con periodicidad mensual.


A dicho efecto, se fijan las siguientes categorías:


Categoría Monto Criterio de Focalización


Básica $ 4.000.-


a) Padres o Madres con 1 niño de hasta 6 años


b) Mujeres Embarazadas a partir del 3er mes


c) Padres o Madres de hijos con discapacidad sin límite de 
edad


Ampliada $ 6.000.-


a) Padres o Madres con más de 1 niño hasta 6 años


b) Titulares que combinen simultáneamente las categorías 
básicas “a”, “b” y/o “c”


Los montos podrán ser modificados según disponga el MDS, con arreglo a las disponibilidades presupuestarias y financieras.


7 – Niveles Estatales Participantes.


El SISTEMA precitado implica la articulación y coordinación con los niveles estatales provinciales y/o municipales de contraparte, con 
competencia en las jurisdicciones pertinentes, los cuales tendrán la actuación y responsabilidad que se establezcan en los respectivos 
Convenios Marcos y/o Específicos, según así correspondiere.


Los Convenios Marco se suscribirán con el titular del Gobierno Provincial; pudiendo celebrarse Convenios Específicos con el titular con 
competencia en el área de Acción o Desarrollo Social de dicha jurisdicción provincial.


Los Convenios Marco establecerán la respectiva adhesión al Plan, incluyendo todos sus componentes; en tanto los Convenios Específicos se 
enfocarán exclusivamente en el Componente objeto del presente.


8 – Entidades Bancarias intervinientes.


El Proceso fijado en el ítem 11 del presente, será desarrollado en articulación con Entidades Bancarias habilitadas a dicho fin. En caso que 
intervengan Bancos de la jurisdicción provincial, en el Convenio a suscribirse entre el MDS y el Gobierno Provincial, deberá estipularse la 
obligatoriedad de este último de contratar a una entidad financiera, y preverse la facultad de este MDS de operar en forma directa con 
aquella. Asimismo, deberá establecerse el sometimiento, tanto del Gobierno Provincial, como de la Entidad Financiera a los términos del 
mencionado Acuerdo y a de la presente reglamentación.


9 – Compatibilidad.


Dada la característica de complemento alimentario al ingreso familiar, es compatible la prestación correspondiente al Componente 
TARJETA ALIMENTARIA con la percepción de otros programas sociales nacionales, provinciales o municipales por parte de los titulares 
bajo cobertura; a excepción de otros programas de componente alimentario, que aplicaren idénticos criterios de elegibilidad.







10 – Proceso.


Adjudicación de la Tarjeta:


La tarjeta será adjudicada a un miembro del grupo familiar (titular de la tarjeta), con capacidad para adquirir derechos y contraer 
obligaciones.


Instrumentación de Altas:


Definida el alta, se informará dicha situación a la Entidad Bancaria que corresponda a los fines de la impresión de la tarjeta a nombre del 
respectivo Titular.


Distribución:


La distribución se entiende como la actividad tendiente a la entrega de las tarjetas a los titulares en centros habilitados a dicho fin (sucursales 
bancarias, locaciones especiales, etc.).  Se articulará con las jurisdicciones provinciales y/o municipales la prestación de la logística operativa 
necesaria para su eficaz implementación.


La entrega de las tarjetas a los titulares deberá ser personal. Este procedimiento se realizará mediante la utilización de planillas con la 
suscripción a cargo del titular, y presentación de DNI, que acredite la recepción de las tarjetas.


El proceso de entrega de tarjetas será realizado por la Entidad Bancaria designada al efecto.


La entrega de tarjetas a los titulares se realizará sin costo alguno para los mismos, y estará a cargo de la Entidad Bancaria correpsondiente, la 
cual actuará con la indicación que le brinde el MDS.


Se articulará asimismo con la jurisdicción provincial o municipal, para realizar el acompañamiento a las familias al momento de la entrega de 
las tarjetas.


Acreditación de Fondos.


La orden de acreditación se define como el acto por el cual el MDS transfiere los fondos a la Entidad Bancaria y determina el monto 
individual a asignar a cada titular.


La orden de acreditación sólo incluirá titulares dados de alta y habilitados oportunamente para la percepción de los fondos.


Esta transferencia se producirá al único efecto que los titulares cuenten con disponibilidad de fondos a fin de garantizar la adquisición de 
alimentos por operaciones electrónicas de compra.


Utilización de las Tarjetas.


La utilización de la tarjeta será realizada exclusivamente por el titular nominal de la misma. Es obligación del comercio vendedor la 
exigencia de la presentación de DNI, para su uso, conforme la normativa vigente en la materia. En ningún caso las tarjetas podrán ser 
utilizadas por una tercera persona.


A partir del momento de la acreditación de fondos en la tarjeta, ésta se podrá ser utilizada como medio de pago.


Las transacciones se realizarán con lectura de banda magnética, “online” y exclusivamente en un pago.


Cada compra afectará el saldo de la cuenta en tiempo real.







Las tarjetas podrán utilizarse en comercios pertenecientes al ramo alimenticio, que posean la infraestructura técnica necesaria y cumplan los 
requisitos legales e impositivos correspondientes.


En la operación de compra, será obligación del comercio la emisión del cupón de pago y extensión de factura, recibo o ticket.


Difusión.


El MDS realizará por sí o mediante las jurisdicciones adherentes, acciones de difusión y/o publicación de los listados de productos 
autorizados para la compra y se efectuarán, de la misma forma, controles en los puntos de venta a los efectos de asegurar lo establecido 
precedentemente.


Acciones de Fortalecimiento.


Se articularán acciones con otros Organismos, Entidades Bancarias intervinientes, Cámaras de Comercios, grandes cadenas de 
supermercados u otros comercios, a fin que promuevan ofertas especiales para usufructo de los titulares; así como también para la provisión 
al MDS de información especial sobre los productos adquiridos (según artículo, rubro, marcas, etc.), que resulte de utilidad a fin de realizar 
análisis y estadísticas sobre los hábitos de consumo de la población destinataria.


Educación Alimentaria Nutricional.


En el marco de los operativos de entrega de tarjetas y/o en circunstancias que el MDS entienda procedente, se llevarán a cabo acciones de 
Educación Alimentaria Nutricional a fin de orientar los hábitos de consumo hacia la adquisición de una canasta de productos tendiente a 
complementar la cobertura de las necesidades nutricionales de la población destinataria.


11 – Marco Regulatorio de referencia para la intervención de la Entidad Bancaria.


Prestación del Servicio.


La Entidad Bancaria interviniente tendrá a su cargo la prestación del Servicio de BANCO EMISOR y PAGADOR – comprensivo de la 
función de emisión, embozado, acreditación y pago a comercios, del producto denominado Tarjeta Alimentar.


Plásticos, embozado, grabación, entrega.


Los plásticos que se emitan serán determinados e indicados por el MDS a la Entidad Bancaria.


La tarjeta contará con todas las especificaciones y medidas de seguridad previstas en las normas ISO aplicables al producto tarjeta de crédito 
y/o tarjeta de débito.


El diseño de la tarjeta contará con la identificación fijada por el MDS, y conforme a las pautas de diseño que este indique, respetando los 
hologramas y especificaciones para el uso, tamaño y ubicación de marca/normas que la administradora designe.


La Entidad Bancaria entregará los plásticos embozados y grabados en la banda magnética, ordenados por orden alfabético u otro método de 
compilación que determine el MDS.


Emisión y procesamiento.


A los fines de la emisión de las tarjetas, el MDS remitirá a la Entidad Bancaria, en la forma, diseños de registros y plazos que se establecen, 
la totalidad de los datos necesarios para el grabado y embozado.


La Entidad Bancaria, a requerimiento del MDS, procesará las altas, bajas y modificaciones de acuerdo a la información que se le suministre.







La Entidad Bancaria procesará la acreditación de fondos concernientes a las tarjetas en función a cada solicitud del MDS.


Administración.


La Entidad Bancaria, por intermedio de la administradora que se designe, procesará las operaciones de compra de los usuarios en los 
comercios adheridos en base de las autorizaciones emitidas. Cada autorización implicará la realización de un débito en la tarjeta afectando 
por igual monto el saldo acreedor y/o monto disponible asignado por el MDS al titular.


La tarjeta no generará resumen de cuenta para los titulares.


La Entidad Bancaria deberá proveer al MDS la información relacionada con las tarjetas respecto a su carga, las operaciones que se realicen, 
el saldo del titular y los comercios donde se utilicen.


Adhesión de Comercios.


El MDS determinará los rubros de comercios que integrarán el programa en cuyo marco se emiten las tarjetas, y la Entidad Bancaria 
gestionará la adhesión de los comercios que no estuvieran adheridos al Sistema. La adhesión se efectuará de acuerdo a las normas de 
vinculación establecidas por el B.C.R.A.


La Entidad Bancaria deberá proporcionar al MDS el Listado de Comercios adheridos.


Otros Servicios.


La prestación del servicio de entrega de la tarjeta a los titulares, y en particular, las prestaciones vinculadas a la provisión de personal para la 
entrega de plásticos, recepción de documentación, suscripción de recepción de tarjeta, guarda y entrega de la documentación, guarda de 
plásticos, personal de seguridad, e identificación de los lugares de entrega de la tarjeta y cualquier otra relacionada con la entrega a los 
titulares será ejecutada por la Entidad Bancaria en cooperación con la jurisdicción pertinente; sin perjuicio de la colaboración que pudiere 
prestar el MDS.


Habilitación de Operaciones.


Las acreditaciones estarán disponibles para los titulares en la periodicidad y bajo las condiciones previstas en el PLAN.


El MDS, a los efectos de cada acreditación, depositará el monto total de la misma en la cuenta de la Entidad Bancaria que se informe 
oportunamente. Una vez verificados los fondos y la autorización de uso por parte del MDS, se dará inicio al proceso de acreditación.


Rendición de Cuentas.


Vencido el plazo de utilización de fondos determinado por el MDS, los saldos inherentes a cada tarjeta estarán sometidos a un proceso de 
cereo (puesta a cero de las cuentas), que devengará un saldo integral que deberá ser restituido por la Entidad Bancaria al MDS; a excepción 
que este último disponga su reutilización en acreditaciones ulteriores, lo que será debidamente notificado.


Los cereos correspondiente a los saldos de las tarjetas deberán producirse el día que se efectúe la acreditación ulterior; a excepción que el 
MDS realice una instrucción en contrario.-


La rendición de cuentas de las transacciones será presentada por la Entidad Bancaria ante el MDS, en un plazo máximo de DIEZ (10) días 
hábiles de producido el cereo de las mismas.


A dicho efecto, la Entidad Bancaria deberá presentar con carácter de Rendición de Cuentas la siguiente información:







Concepto Descripción Detalle


1 - Soporte o Documento 
electrónico


N° de cuenta o tarjeta del titular


Apellido y Nombre 
 


  DNI del Titular  


  Tipo de transacción:


Créditoa. 
Consumo – Indicando Nombre 
y localidad del Comercio


b. 


Reintegroc. 
Cereod. 


  Monto de la transacción  


  Fecha de la transacción         


2 – Nota de Remisión de la 
Rendición a la Sra. Secretaria de 
Inclusión Social


Detalle de:


Período rendidoa. 
Fondos transferidos por el 
MDS


b. 


Cantidad de titulares 
acreditados


c. 


Monto de créditosd. 
Monto de consumose. 
Monto de reintegrosf. 
Monto de cereosg. 


3 – Comprobante de devolución de 
fondos


Comprobantes que acrediten la 
devolución de fondos al MDS, por 
cereos o fondos excedentes (en su 
caso)


 


El monto correspondiente a los saldos no utilizados deberá restituirse en la cuenta que el MDS indique oportunamente. Todo ello sin 
perjuicio de lo señalado en el primer párrafo de este acápite.


Prohibiciones.


La Entidad Bancaria tendrá expresamente prohibido transmitir y/o transferir y/o donar y/o vender y/o ceder por cualquier medio la base de 
datos de titulares del Plan, ya sea a personas físicas y/o jurídicas y/o entes y/o direcciones y/o reparticiones públicas, según lo determinado 
en la Ley Nº 21526 de Entidades Financieras, art. 39, respecto del secreto bancario y la Ley Nº 25326 de Protección de Datos Personales.







Disposiciones Complementarias


El marco regulatorio citado no obsta a fijar otras pautas complementarias necesarias para la implementación eficaz del Sistema.


12 – Plazo de Duración.


El sistema precitado tendrá como plazo de duración, excepto que por norma de igual tenor se establezca un plazo mayor, el establecido en la 
Ley Nº 27.519 por la cual se prorrogó la Emergencia Alimentaria Nacional dispuesta por el Decreto Nº 108/2002


13 – Procedimiento Administrativo.


La DIRECCIÓN NACIONAL DE POLÍTICAS ALIMENTARIAS (DNPA) instará la conformación de los Expedientes correspondientes a 
los fines del pago mensual a la Entidad Bancaria designada, lo que se instrumentará a través de un acto administrativo emitido por la 
SECRETARÍA DE INCLUSIÓN SOCIAL.


En dichas actuaciones, se integrarán los padrones de titulares que remita la ADMINISTRACION NACIONAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL, conformados por la COORDINACIÓN DE PROCESAMIENTO Y LIQUIDACIONES DE APORTES PARA LA INCLUSIÓN 
SOCIAL (CPyLAIS), así como las respectivas rendiciones de cuentas.


Intervendrán sucesivamente en el Proceso, la citada DNPA, la CPyLAIS en la conformación del padrón, la DIRECCIÓN DE 
PROGRAMACIÓN Y EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA (DPyEP), la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS (DGAJ), la 
SECRETARÍA DE INCLUSIÓN SOCIAL y la SECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA.


El Circuito del Expediente de Pago se sujetará al siguiente detalle:







 


DNPA: Dirección Nacional de Políticas Alimentarias.•
CPyLAIS: Coordinación de Procesamiento y Liquidaciones de Aportes para la Inclusión Social.•
DPYEP MDS: Dirección de Programación y Ejecución Presupuestaria.•
DGAJ MDS: Dirección General de Asuntos Jurídicos.•
SECRETARIA INC. SOCIAL: Secretaría de Inclusión Social.•
DGA RRCC: Dirección General de Administración – Rendición de Cuentas.•
DNPA: Dirección Nacional de Políticas Alimentarias.•
CPyLAIS: Coordinación de Procesamiento y Liquidaciones de Aportes para la Inclusión Social.•
DPYEP MDS: Dirección de Programación y Ejecución Presupuestaria.•
DGAJ MDS: Dirección General de Asuntos Jurídicos.•
SECRETARIA INC. SOCIAL: Secretaría de Inclusión Social.•
DGA RRCC: Dirección General de Administración – Rendición de Cuentas.•
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Nota N°201/2020 


Ciudad de Buenos Aires, 


10 de sep. de 2020 


 


Ref: Respuesta NO-2020-60130423-APN-DGISE/MDS  


 


Ministerio Desarrollo Social 


de la Nación 


Lic. Marcela Rebón 
 
S                    /                D 


 


De mi mayor consideración: 


                                 Tengo el agrado de dirigirme a usted en mi carácter de 
Defensora de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, en respuesta a la nota 
de referencia  donde consulta la opinión a esta institución en relación con:  


“1) si brindar los datos personales, en el marco de un pedido de acceso a la información 


pública que tramita según ley 27.275, de los beneficiarios de la Tarjeta Alimentar siendo 


que se trata de niños y niñas de 0 a 6 años y personas con discapacidad que reciben la 


Asignación Universal por Hijo creada por resolución 26/2020 del Ministerio de Desarrollo 


Social de la Nación, afecta algún derecho protegido por normativa vigente en nuestro 


ordenamiento jurídico. 


 2) si el hecho de informar nombre y apellido y su CUIT de los titulares de la tarjeta 


(padres y/o madres de menores de 0 a 6 años) puede ocasionar de algún modo un 


desmedro en los derechos de los niños y niñas que reciben el beneficio de la Tarjeta 


Alimentar.” 


                                                         


                                            1.-  En respuesta a su solicitud y tal como señalan las 


instituciones especializadas en la protección de datos personales a nivel internacional no 


existe una norma que regule específicamente el tratamiento de datos personales de las 


personas menores de edad “no vamos a encontrar una norma específica sobre la 


materia, sino que las normas o disposiciones que regulan el tratamiento de datos 


personales serán las que contengan los requisitos generales y, en contadas ocasiones y 


de forma tangencial, se refieren a los casos en que los procedimientos tienen como 


sujetos a los menores de edad.   Además, no podemos olvidar tampoco que, por regla 


general, la normativa que regula el procedimiento es una norma de criterios generales, 







 
 


debiendo acudir en todo caso para tener una visión completa y adaptada al caso 


planteado a la normativa sectorial correspondiente” 1(El resaltado es nuestro) 


                                                           Es decir que, no habiendo norma particular que 


trate el tema de referencia respecto de niñas, niños y adolescentes, y que, en el caso de 


la normativa nacional, no lo hace ni siquiera tangencialmente, me refiero a la Ley N° 


27.275 de Acceso a la Información Pública, se deberá estar a las normas internacionales 


y nacionales que reconocen, promueven y protegen los derechos humanos de esta franja 


etaria de la población. 


                                               Cabe destacar, entonces, que la Convención sobre 


los Derechos del Niño (CDN) da protección a niñas, niños y adolescentes ante cualquier 


injerencia sobre su vida en particular en su artículo 8 establece: 1. Los Estados Partes 


se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos la 


nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la ley sin 


injerencias ilícitas. 2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los 


elementos de su identidad o de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la 


asistencia y protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente su identidad. 


Asimismo, en su artículo 16 dice:  1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o 


ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia ni de ataques 


ilegales a su honra y a su reputación. 2. El niño tiene derecho a la protección de la ley 


contra esas injerencias o ataques. 


. Dichos artículos se inspiran, a su vez, en otros tratados de derechos humanos 


como el artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y el artículo 


17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  


                                                               


                                                          2.- por otra parte, nuestra ley nacional, 


específicamente la N°26.061 (Protección Integral de Derechos de Niñas, Niños y 


Adolescentes) estipula en su artículo 22 : “DERECHO A LA DIGNIDAD. Las niñas, niños 


y adolescentes tienen derecho a ser respetados en su dignidad, reputación y propia 


imagen. 


Se prohíbe exponer, difundir o divulgar datos, informaciones o imágenes que 


permitan identificar, directa o indirectamente a los sujetos de esta ley, a través de 


cualquier medio de comunicación o publicación en contra de su voluntad y la de sus 


padres, representantes legales o responsables, cuando se lesionen su dignidad o la 


reputación de las niñas, niños y adolescentes o que constituyan injerencias arbitrarias o 


ilegales en su vida privada o intimidad familiar” 


                                                              


                                               3.- Por su parte la Corte Suprema de Justicia de la 


Nación señaló que “En efecto, resulta indispensable que el legislador establezca, con 


alcance general, pautas uniformes que permitan hacer efectivo este derecho y que 


aseguren la previsibilidad en su ejercicio, de modo tal de reducir posibles arbitrariedades 


por parte de quienes se encuentran obligados a brindar información pública.” (Párrafo 32 


Fallo C. 830. XLVI. CIPPEC e/ EN MO Desarrollo Social - dto. 1172/03 s/ amparo ley 


16.986) 


 
1 https://www.redipd.org/sites/default/files/inline-
files/Primer_informe_Red_Iberoamericana_de_Proteccion_de_Datos.pdf. Pag 155. 



https://www.redipd.org/sites/default/files/inline-files/Primer_informe_Red_Iberoamericana_de_Proteccion_de_Datos.pdf

https://www.redipd.org/sites/default/files/inline-files/Primer_informe_Red_Iberoamericana_de_Proteccion_de_Datos.pdf





 
 


                                                               Con posterioridad el Congreso Nacional 


sancionó la Ley N° 27.275 de Acceso a la Información Pública, que en su artículo 8º, 


dispone que los sujetos obligados están exceptuados cuando se dé el siguiente 


supuesto, que aún sin hacer referencia a niñas, niños y adolescentes aplica al caso en 


consulta en su inciso: “i) Información que contenga datos personales y no pueda 


brindarse aplicando procedimientos de disociación, salvo que se cumpla con las 


condiciones de licitud previstas en la ley 25.326 de protección de datos personales y sus 


modificatorias;” 


                                                  


                                                4.- Ante la ausencia de normativa específica, 


deberán contemplarse 


1° El principio rector del interés superior del niño establecido en el artículo 3 de 


la CDN, que reza: “ 1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las 


instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 


administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se 


atenderá será el interés superior del niño. 2. Los Estados Partes se comprometen a 


asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, 


teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas 


responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y 


administrativas adecuadas. 3. Los Estados Partes se asegurarán de que las 


instituciones, servicios y establecimientos encargados del cuidado o la protección de los 


niños cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente 


en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como en 


relación con la existencia de una supervisión adecuada”  


2° La protección especial de la cual son titulares niñas, niños y adolescentes , 


protección que surge del art. 19 de la Convención Americana de Derechos Humanos 


CADH), así como de la Opinión Consultiva No. 17 de la Corte Interamericana de 


Derechos Humanos, en ocasión del caso “Villagrán Morales c/ Guatemala”. 


 


                                                    5.- Así también los señalan por los especialistas 


de la Red Iberoamericana de Protección de Datos y se manifiestan sobre la necesidad 


de que: “Se deberían garantizar unos mínimos niveles de protección y unas buenas 


prácticas a la hora de tratar datos personales con especial atención cuando dichos 


tratamientos afectan a los datos personales de menores de edad. A falta de un 


documento concreto específico relativo al tratamiento de datos personales de los 


menores, sería conveniente la aprobación de un  


instrumento jurídico general en la materia el que se deberían incluir especiales 


referencias a los menores de edad como sujetos especialmente protegidos con el fin de 


garantizar su privacidad y su desarrollo personal”.2 


                                                                 Con tal propósito el Poder Ejecutivo Nacional a 


través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación presentó un proyecto 


de ley - Mensaje MEN 2018 -147-APN-PTE, sobre reforma de la ley de protección de 


datos personales, señalando  


“Los niños merecen una protección específica de sus datos personales, ya que 


pueden ser menos conscientes de los riesgos, consecuencias, garantías y derechos 


 
2 Op cit, pag 179 







 
 


concernientes al tratamiento de datos personales. Dicha protección específica debe 


aplicarse en particular, a la utilización de datos personales de niños con fines de 


mercadotecnia o elaboración de perfiles de personalidad o de usuario, y a la obtención 


de datos personales relativos a niños cuando se utilicen servicios ofrecidos directamente 


a un niño. …Se debe establecer la correcta armonización de los arts. 3º y 16º de la 


Convención sobre los Derechos del Niño, con la Ley 25.326, de manera tal que, en forma 


indubitable, garantice el derecho a la intimidad…”3 


                                                               Por todo lo expuesto, concluyo respondiendo 


que dada la normativa de alcance internacional y nacional aplicable a la consulta, no 


corresponde brindar nombres, apellidos y DNI de la información solicitada, sin perjuicio 


que la misma pueda ser respondida sin vulnerar el alcance de los derechos aquí 


señalados. 


                                                               


                                                                Sin otro particular, saludo a usted muy 


atentamente. 


 


 


 


 
3 Disponible en: 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/proyecto_de_ley_de_proteccion_de_los_datos_personales.p
df 
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Resolución


 
Número: 
 


 
Referencia: EX-2020-01703777-APN-SSAJI#MSYDS


 


VISTO el Expediente N° EX-2020-01703777-APN-SSAJI#MSYDS y,


CONSIDERANDO:


Que mediante la Ley N° 27.519 se prorrogó hasta el 31 de diciembre de 2022, la Emergencia Alimentaria Nacional 
dispuesta por el Decreto Nº 108/02.


Que en virtud a lo dispuesto en la RESOL-2020-8-APN-MDS se creó el PLAN NACIONAL “ARGENTINA 
CONTRA EL HAMBRE”, cuyo objetivo general es el de garantizar la seguridad y soberanía alimentaria de toda la 
población y familias argentinas, con especial atención en los sectores de mayor vulnerabilidad económica y social, 
conforme los lineamientos generales y componentes establecidos en su ANEXO identificado como IF-2020-
01699794-APN-SSAJI#MSYDS.


Que en este marco, se ha aprobado, entre otros, el Componente A - SEGURIDAD ALIMENTARIA, del 
mencionado PLAN, que contempla la Tarjeta Alimentar, Prestaciones para Comedores Escolares y Prestaciones 
para Merenderos y Comedores Comunitarios, con el objeto de garantizar a las familias más vulnerables el acceso a 
los alimentos.


Que la SECRETARIA DE INCLUSION SOCIAL, en su carácter de Unidad de Aplicación del mencionado 
Componente, ha considerado la necesidad de establecer los Lineamientos Operativos inherentes al Componente A - 
SEGURIDAD ALIMENTARIA – TARJETA ALIMENTAR.


Que la SECRETARIA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA ha tomado la intervención de su competencia y propicia 
el dictado de la presente.


Que el SERVICIO JURÍDICO PERMANENTE ha tomado la intervención que le compete.


Que el presente acto se dicta en virtud de lo dispuesto por la Ley de Ministerios y sus normas modificatorias y 
complementarias y el Decreto Nº 14 del 10 de diciembre de 2019.







Por ello,


EL MINISTRO DE DESARROLLO SOCIAL 
RESUELVE:


ARTÍCULO 1°.- Apruébanse los LINEAMIENTOS OPERATIVOS inherentes al COMPONENTE A - 
SEGURIDAD ALIMENTARIA – TARJETA ALIMENTAR, del PLAN NACIONAL “ARGENTINA CONTRA 
EL HAMBRE”, con arreglo a los términos del IF-2020-03289416-APN-SSAJI#MSYDS, que como ANEXO I 
forma parte integrante de la presente.


ARTÍCULO 2°.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCION NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese.
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Nota


 
 


 
Número: 
 


 
Referencia: En respuesta a Nota N° NO-2020-59789948-APN-DGISE#MDS
 
 
A: María Marcela Rebon (DGISE#MDS),
 
Con Copia A: Gabriel Lerner (SENNAF#MDS),
 


 
De mi mayor consideración:
 
 


Señora Directora General de Información Social Estratégica:


Tengo el agrado de dirigirme a Ud., por expresa instrucción del señor Secretario Nacional, a fin de emitir la siguiente opinión a 
instancia de su Nota N° NO-2020-59789948-APN-DGISE#MDS, en la que formula una consulta vinculada a un pedido de acceso a 
la información pública en trámite por Expediente N° EX-2020-32542869-APN-DNAIP#AAIP, relativa a conocer la posición de esta 
Secretaría Nacional en torno a las siguientes cuestiones:


Si brindar los datos personales, en el marco de un pedido de acceso a la información pública que tramita según ley 
27.275, de los beneficiarios de la Tarjeta Alimentar siendo que se trata de niños y niñas de 0 a 6 años de edad y 
personas con discapacidad que reciben la Asignación Universal por Hijo creada por resolución 26/2020 del 
Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, afecta algún derecho protegido por normativa vigente en nuestro 
ordenamiento jurídico.


1. 


Si el hecho de informar nombre y apellido y su CUIT de los titulares de la tarjeta (padres y/o madres de menores de 
0 a 6 años) puede ocasionar de algún modo un desmedro en los derechos de los niños y niñas que reciben el 
beneficio de la Tarjeta Alimentar.


2. 


 


-I-


En primer lugar cabe mencionar que, según su artículo 1°, la Ley N° 27.275 tiene por objeto garantizar el efectivo ejercicio del 







derecho de acceso a la información pública, promover la participación ciudadana y la transparencia de la gestión pública, y 
reconoce -entre otros- el principios de “Transparencia y máxima divulgación”.


Dicho precepto implica que toda información en poder, custodia o bajo control del sujeto obligado debe ser accesible para todas las 
personas. El acceso a la información pública sólo puede ser limitado cuando concurra alguna de las excepciones previstas en la 
ley, de acuerdo con las necesidades de la sociedad democrática y republicana, proporcionales al interés que las justifican.


Seguidamente, el artículo 2° de la norma en cita establece que el derecho de acceso a la información pública comprende la 
posibilidad de buscar, acceder, solicitar, recibir, copiar, analizar, reprocesar, reutilizar y redistribuir libremente la información 
bajo custodia de los sujetos obligados enumerados en el artículo 7° de la Ley, con las únicas limitaciones y excepciones  que 
establece la norma.


Por su parte, el régimen de excepciones previsto en la normativa tiene fundamento en que el derecho de acceso a la información 
pública no es un derecho absoluto. No obstante, el alcance de las excepciones es limitado, de interpretación restrictiva y deberán 
estar fundamentadas, so pena de considerarse injustificada la negativa a entregar la información solicitada por parte del sujeto 
obligado.


En este sentido, el artículo 8 de la Ley N° 27.275 estipula: “Los sujetos obligados sólo podrán exceptuarse de proveer la 
información cuando se configure alguno de los siguientes supuestos: (...) I) Información que contenga datos personales y no pueda 
brindarse aplicando procedimientos de disociación, salvo que se cumpla con las condiciones de licitud previstas en la ley 25.326 de 
protección de datos personales y sus modificatorias”.


Según la Ley Nº 25.326, son datos personales aquellos referidos a personas físicas o de existencia ideal determinadas o 
determinables; y datos sensibles los que revelan el origen racial y étnico, opiniones políticas, convicciones religiosas, filosóficas o 
morales, afiliación sindical e información referente a la salud o a la vida sexual (artículo 2).


Asimismo, debe tenerse presente que para el tratamiento de datos personales, es necesario el consentimiento del titular de estos, 
entendido como “una declaración de voluntad del titular de los datos, referida a los mismos, aceptando la realización de los 
procesos y operaciones implicados en su tratamiento”.


La norma dispone que no será necesario el consentimiento cuando ellos se recaben para el ejercicio de funciones propias de los 
poderes del Estado o en virtud de una obligación legal; o bien, cuando se trate de listados cuyos datos se limiten a nombre, 
documento nacional de identidad, identificación tributaria o previsional, ocupación, fecha de nacimiento y domicilio.


En este contexto se inscribe la consulta sobre si otorgar datos personales de los beneficiarios de la Tarjeta Alimentar -destinada a 
niños y niñas de cero a seis años y a personas con discapacidad que reciben la Asignación Universal por Hijo-, bajo este paraguas 
legislativo, podría afectar algún derecho protegido por la normativa específica que protege a este colectivo. Y respecto a si informar 
nombre, apellido y CUIT de los titulares de la Tarjeta Alimentar (padres y/o madres de personas menores de edad de cero a seis 
años) podría ocasionar de algún modo desmedro en los derechos de niñas y niños que reciben el beneficio de la Tarjeta Alimentar.


 


-II-


Para evacuar este requerimiento, cabe apuntar someramente los instrumentos específicos de protección que guían el accionar del 
Estado en materia de infancias y adolescencias, ellos son: la Convención sobre los Derechos del Niño (aprobada por Ley N° 
23.849 - en adelante “CDN”) y la Ley N° 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.


La Convención sobre los Derechos del Niño, con jerarquía constitucional de conformidad con el artículo 75 inc. 22 de la 
Constitución Nacional, establece que en todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial 
a que se atenderá será el interés superior del niño (artículo 3°, CDN).


A su turno, la Ley N° 26.061, establece expresamente que en caso de conflicto entre los derechos e intereses de las niñas, niños y 
adolescentes frente a otros derechos e intereses igualmente legítimos prevalecerán los primeros.







Este principio rector del interés superior del niño, que se erige como pauta interpretativa para procurar el equilibrio entre los 
derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes y las exigencias del bien común, ha de ser entendido según la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Corte IDH”) “(...) como la premisa bajo la cual se debe interpretar, integrar y 
aplicar la normativa de la niñez y la adolescencia, y que constituye, por ello, un límite a la discrecionalidad de las autoridades en la 
adopción de decisiones relacionadas con los niños. Este principio regulador de la normativa de los derechos del niño se funda en 
la dignidad misma del ser humano, en las características propias de los niños, y en la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, 
con pleno aprovechamiento de sus potencialidades, así como en la naturaleza y alcances de la Convención sobre los Derechos del 
Niño” (Corte IDH, Opinión Consultiva OC-17/2002 de 28 de agosto de 2002, Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, 
párrafo 56).


A mayor abundamiento, la Corte IDH alude a este principio “(...) como punto de referencia para asegurar la efectiva realización de 
todos los derechos contemplados en ese instrumento, cuya observancia permitirá al sujeto el más amplio desenvolvimiento de sus 
potencialidades. A este criterio han de ceñirse las acciones del Estado y de la sociedad en lo que respecta a la protección de los 
niños y a la promoción y preservación de sus derechos. En el mismo sentido, conviene observar que para asegurar, en la mayor 
medida posible, la prevalencia del interés superior del niño, el preámbulo de la Convención sobre los Derechos del Niño establece 
que éste requiere ‘cuidados especiales’, y el art. 19 de la Convención Americana señala que debe recibir ‘medidas especiales 
de protección’. En ambos casos, la necesidad de adoptar esas medidas o cuidados proviene de la situación específica en 
la que se encuentran los niños, tomando en cuenta su debilidad, inmadurez o inexperiencia. En conclusión, es preciso 
ponderar no sólo el requerimiento de medidas especiales, sino también las características particulares de la situación en la que se 
halla el niño” (el destaque me pertenece) (Corte IDH, OC-17/02, párrafos 59 y 60).


Tal como señala el tribunal regional, debe existir un compromiso de la sociedad toda respecto a encaminar sus acciones en la 
protección de las infancias y las adolescencias. De este modo, no se advierte en el caso en qué medida contribuye a robustecer el 
debate público y el escrutinio del gobierno por parte de la sociedad -espíritu con que fue sancionada la Ley N° 27.275- la 
publicación y difusión de la nómina de niños de cero a seis años y de personas con discapacidad beneficiarios de la Tarjeta 
Alimentar; así como tampoco se advierte para el caso de los padres o adultos responsables de su cuidado, en tanto ello permitiría 
asociarlos de modo directo con las personas beneficiarias.


Por otro lado, la CDN y la Ley N° 26.061 colocan en cabeza del Estado la obligación de no discriminar (artículo 2 CDN y artículo 28 
Ley N° 26.061). Así, tenemos que los derechos que el ordenamiento concede a este colectivo sujeto de especial protección, deben 
ser garantizados sin discriminación alguna fundada en motivos raciales, de sexo, color, edad, idioma, religión, creencias, opinión 
política, cultura, posición económica, origen social o étnico, capacidades especiales, salud, apariencia física o impedimento 
físico, de salud, el nacimiento o cualquier otra condición del niño o de sus padres o de sus representantes legales.


En este aspecto, se advierte que la Asignación Universal por Hijo tiene como destinatarios a aquellos niños, niñas y adolescentes 
que pertenezcan a grupos familiares que se encuentren desocupados o se desempeñen en la economía informal (cfme. Ley 
24.714). 


Por su parte, la Tarjeta Alimentar forma parte del componente de “Seguridad Alimentaria” integrante del “Plan Argentina Contra el 
hambre” aprobado por Resolución MDS N° 8/2020, cuyo objetivo es garantizar a las familias más vulnerables el acceso a los 
alimentos.


En efecto, las mentadas normas tienen como beneficiarios no sólo a las familias, sino también a los niños, niñas y adolescentes, 
en razón de la condición económica y/o social del grupo familiar al que pertenecen.


Cabe traer a colación aquí que la CDN, en su artículo 2, apartado 1, establece que “Los Estados Partes respetarán los derechos 
enunciados en la presente Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, 
independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico 
o social, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres 
o de sus representantes legales” (el destaque me pertenece).


A tal fin, compromete a los Estados Partes a tomar todas las medidas apropiadas para garantizar que el niño/a se vea protegido 
contra toda forma de discriminación, entre otras razones, por la condición de sus padres, tutores o de sus familiares (cfme.artículo 
2.2.).


En otro orden, en atención a que la consulta también versa sobre una posible afectación de derechos a personas con 







discapacidad, resulta conveniente acudir a la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (aprobada por 
Ley N° 26.378), cuyo preámbulo reconoce que “r) (...) los niños y las niñas con discapacidad deben gozar plenamente de todos los 
derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, y recordando las 
obligaciones que a este respecto asumieron los Estados Partes en la Convención sobre los Derechos del Niño”.


El texto de protección especial de las personas con discapacidad, consagra entre los principios que regirán la Convención: “El 
respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas con discapacidad y de su derecho a preservar su identidad” 
(artículo 3 inc. h).


Además, compele a los Estados Partes, a cumplir con ciertas obligaciones generales, en los siguientes términos: “Los Estados 
Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se 
comprometen a: (...) d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la presente Convención y velar por que las 
autoridades e instituciones públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella; e) Tomar todas las medidas pertinentes para que 
ninguna persona, organización o empresa privada discrimine por motivos de discapacidad (...)”.


Íntimamente ligado con lo anterior, la CDN exige a los Estados Partes el compromiso de respetar el derecho a que ningún niño sea 
objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a 
su honra y reputación. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o ataques (artículo 16, CDN).


En igual sentido, la Ley N° 26.061, en su artículo 22, dispone que las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a ser respetados 
en su dignidad, reputación y propia imagen. Se prohíbe exponer, difundir o divulgar datos, informaciones o imágenes que permitan 
identificar, directa o indirectamente a los sujetos de esta ley, a través de cualquier medio de comunicación o publicación en contra 
de su voluntad y la de sus padres, representantes legales o responsables, cuando se lesionen su dignidad o la reputación de las 
niñas, niños y adolescentes o que constituyan injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada o intimidad familiar.


En suma, no sólo se requieren acciones positivas (o de hacer) por parte del Estado para la protección de este colectivo que 
merece especial tutela, sino que también en ciertas ocasiones se le exige que se abstenga de realizar otras conductas que puedan 
vulnerar sus derechos.


A mi juicio, en este caso, si se concede la información requerida con el alcance antes precisado, el Estado perdería el control 
exclusivo de los datos y estaría habilitando -indirectamente- a que con ellos, a partir del principio de máxima divulgación, se 
difundan y se haga pública información que podría ser empleada para discriminar a niños, niñas y personas con 
discapacidad conforme a su condición económica o a la de sus progenitores o responsables a cargo.


Al mismo tiempo, suministrar la información requerida implicaría ignorar la condición de sujetos de derechos de los niños, niñas y 
de las personas con discapacidad, toda vez que ellos no fueron quienes aportaron la información al organismo para percibir la 
prestación de la cual son titulares. Entonces, desde una mirada adultocéntrica, circunscripta al interés del peticionante y a la 
eventual decisión del Estado de entregarla, se estarían divulgando datos personales sin antes siquiera haber oído a sus titulares, 
transformándose ello en una injerencia estatal arbitraria.


 


-III-


Es por todo lo expuesto que dejo sentada mi posición en sentido de que no corresponde brindar la información requerida, en 
atención a la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos de los niños, niñas y de las personas con discapacidad 
reconocidos en la normativa específica diseñada para su especial protección; que por imperio del interés superior del niño deben 
prevalecer por sobre las expectativas del peticionante.


 


Sin otro particular saluda atte.
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